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IV. POLÍTICAS COMERCIALES, POR SECTORES

1) Visión General

1. Desde el anterior examen de Costa Rica la estructura de la economía costarricense ha experimentado un cambio significativo.  El peso del sector manufacturero ha aumentado sensiblemente en términos de contribución al PIB y al comercio exterior.  Esto se debió principalmente a la fuerte expansión de la industria de componentes electrónicos acogida al régimen de zona franca, en particular relacionada con la inversión realizada por una sola empresa multinacional.  El desarrollo de la industria manufacturera acogida a regímenes especiales tales como la zona franca ha sido considerable;  sin embargo hasta la fecha no se ha conseguido establecer lazos sustanciales con el resto de la industria local.  Con la notable excepción de algunas actividades agroindustriales, Costa Rica ha limitado el uso de medidas de política comercial como instrumentos de política industrial, siendo el nivel de protección arancelaria otorgado al sector manufacturero relativamente bajo.  Aparte de los regímenes especiales, las medidas internas de fomento industrial están generalmente enfocadas hacia la pequeña y mediana industria e incluyen el acceso a créditos con condiciones más favorables, programas de ayuda para la investigación así como programas de capacitación, incentivos fiscales y programas de financiamiento. 

2. El sector agrícola, a pesar de la perdida de peso relativo sufrida frente al sector manufacturero, sigue siendo importante en términos de contribución al valor agregado y al empleo nacional, así como en términos de generación de divisas.  Desde el anterior examen, no ha cambiado fundamentalmente el sistema de apoyo al sector.  El Estado presta apoyo en particular a algunos productos tradicionales de consumo interno como los productos lácteos, los derivados de aves de corral, el azúcar, el arroz y los frijoles, mediante niveles de protección arancelarios significativamente por encima del promedio y, en el caso de los dos últimos productos, de medidas de salvaguardia especial.  El sector recibe incentivos fiscales mediante la exención del pago del impuesto general sobre las ventas aplicada a insumos y equipos de uso en labores productivas agropecuarias y pesqueras.  Los dos principales productos agrícolas de exportación, el café y el banano, han estado expuestos a condiciones de mercado adversas, incluidas la caída de los precios internacionales y la incertidumbre acerca de las condiciones de acceso al mercado de la Unión Europea. 

3. Desde 1995, el sector de los servicios no ha registrado cambios importantes.  El Estado sigue gozando de poderes monopolísticos en las actividades de seguros, telecomunicaciones, y suministro de electricidad y combustibles.  La participación del sector privado en las actividades de intermediación financiera, aparte de los seguros, ha aumentado significativamente desde 1995, pero el Estado mantiene un papel preponderante.  Reflejando en parte los privilegios que mantiene el Estado en importantes sectores de servicios, la Lista de Compromisos Específicos de Costa Rica con arreglo al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios de la OMC es bastante limitada.  Durante el último bienio, el Estado ha tratado de impulsar varias reformas, en particular en los sectores de telecomunicaciones y de seguros, con el objetivo de mejorar la calidad y el costo de los servicios.  Sin embargo, ante la oposición y finalmente el rechazo de parte de la sociedad costarricense, se pospusieron las reformas y se crearon comisiones para encontrar opciones que permitan avanzar en el proceso de modernización de sectores fundamentales para el desarrollo del país.

2) Agricultura

i) Estructura de mercado y resultados

4. La importancia económica del sector agropecuario y agroindustrial ha disminuido desde el anterior examen de Costa Rica, si bien dicho sector sigue teniendo una influencia considerable en términos de contribución al valor agregado y al empleo nacional.  En 1998, la contribución del sector al PIB total alcanzó el 12,7 por ciento (incluidas las actividades de silvicultura, extracción de madera, pesca, y mejoras agrícolas), o el 20 por ciento del PIB total si se agrega la contribución del sector agroindustrial (alimentos, bebidas y tabaco).  En 1999, cerca del 20 por ciento de la población económicamente activa estaba empleada en el sector agropecuario, mientras que la industria alimentaria empleaba a poco más del 4 por ciento (cuadro IV.1).  Las actividades agropecuarias y agroindustriales también son importantes ya que más de la mitad de la población habita en zonas rurales, y éstas concentran la mayoría de los hogares en situación de pobreza.

Cuadro IV.1

Principales indicadores del sector agropecuario y agroindustrial


1995
1996
1997
1998
1999a

Participación en el PIB (%)b
21,4
20,6
20,8
20,0
n.d.


-
Sector agropecuario y pesca
13,9
13,0
13,2
12,7
9,8


-
sector agrícola
10,5
9,5
9,8
9,3
n.d.


-
sector pecuario
2,4
2,4
2,2
2,3
n.d.


-
silvicultura, extracción de madera y mejoras agrícolas
0,7
0,6
0,7
0,7
n.d.


-
pesca
0,4
0,5
0,5
0,5
n.d.


-
productos alimentarios, bebidas y tabaco
7,5
7,6
7,6
7,3
n.d.

Participación en la población ocupada







-
Agropecuario y pesca
21,6
21,6
20,6
20,1
19,7


-
Industria alimentaria, bebidas y tabaco
3,9
4,2
3,9
4,1
4,1

Participación en las exportaciones totales 






(millones de dólares EE.UU.)






Exportaciones totales
3.421,6
3.703,8
4.193,2
5.508,7
6.691,8


-
sector agrícola
1.397,3
1.375,1
1.429,4
1.588,9
1.424,9


-
sector pecuario y pesca
154,8
263,4
331,6
350,8
166,8


-
industria alimentaria
271,5
323,0
321,0
378,4
385,4

(% del total)







-
sector agrícola
40,8
37,1
34,1
28,8
21,4


-
sector pecuario y pesca
4,5
7,1
7,9
6,4
2,5


-
industria alimentaria
7,9
8,7
7,7
6,9
5,8

Exportaciones por principales productos

(millones de dólares EE.UU.)







-
Banano
680,4
631,9
588,0
665,2
629,5


-
Café
418,6
385,7
419,3
411,7
308,4


-
Otras frutas
119,2
139,5
184,6
188,6
212,8


-
Semillas, flores y plantas ornamentales
112,2
133,6
120,8
130,6
123,5


-
Pescado fresco
54,9
106,0
144,2
162,1
65,4


-
Legumbres y verduras
66,0
74,5
79,3
88,6
53,4


-
Aceites
23,0
34,9
43,4
38,3
48,6


-
Crustáceos y moluscos
33,0
63,6
82,6
65,2
27,9


-
Productos lácteos
8,7
17,0
15,6
17,6
18,0


-
Carne de vacuno
43,8
42,4
28,7
24,7
12,2


-
Plátano
6,3
12,5
18,4
17,1
9,4

n.d.
No disponible.

a
A la fecha, los datos del PIB para el año 1999 no se encuentran desglosados para cada uno de estos sectores.

b
Basado en el PIB a precios básicos.

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a datos proporcionados por las autoridades costarricenses.
5. Desde 1995 el área agrícola destinada a los cultivos tradicionales de exportación, es decir banano, cacao, café y caña de azúcar, se ha reducido en un 5 por ciento.  Esto ocurrió a pesar de que las áreas destinadas al cultivo del banano y del café se mantuvieron relativamente estables entre 1995 and 1999 (cuadro IV.2).  Mientras que el área destinada a la caña de azúcar aumentó sensiblemente, la superficie cultivada de cacao se redujo.  En cuanto a los cultivos tradicionales de consumo interno (arroz, maíz, frijol y sorgo), la superficie total se ha mantenido relativamente constante, en alrededor de 121.000 hectáreas.  Sin embargo dichos cultivos han tenido distintas tendencias:  mientras el cultivo del arroz se extendió considerablemente, el área dedicada al cultivo del frijol se contrajo.  En el mismo periodo, los cultivos de frutas y hortalizas, en particular de melón, palmito, piña y plátano, se extendieron considerablemente. 

Cuadro IV.2

Área dedicada al cultivo de los principales productos agrícolas, 1995 y 1999
(Hectáreas)


1995
1999

Tradicionales
214.904
204.200

-
Banano
52.165
50.000

-
Cacao
12.000
2.200

-
Café
108.000
106.000

-
Caña de azúcar
42.739
46.000

Granos Básicos
120.230
121.411

-
Arroz
49.934
67.794

-
Frijol
57.447
39.513

-
Maíz
12.849
14.104

Frutas 
51.007
58.416

-
Mango
7.796
9.269

-
Melón
3.997
8.842

-
Naranja
22.500
25.200

-
Piña
6.064
9.900

Hortalizas
14.134
26.652

-
Palmito
4.200
11.005

-
Plátano
6.500
10.047

Otros
46.940
42.255

Total
447.215
452.934

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información proporcionada por las autoridades costarricenses.

6. El sector agrícola continúa siendo un importante generador de divisas a pesar de la reducción significativa de su contribución relativa a las exportaciones (cuadro IV.1).  La producción bananera, en particular, sigue siendo la principal actividad agrícola de exportaciones (véase el anexo IV.1);  otras frutas y el café representan también un porcentaje elevado de las exportaciones.  Las exportaciones de productos agrícolas no tradicionales, como el melón, la piña, los follajes y las plantas ornamentales, destinados principalmente a los Estados Unidos y a la Unión Europea, han mantenido un comportamiento muy dinámico desde 1995.  Por otro lado, la fuerte contracción del valor total de las exportaciones agrícolas en 1999 se explica fundamentalmente por el comportamiento adverso de las precios internacionales de los principales productos agrícolas de exportación, en particular el café.

7. El sector pecuario y pesquero representaba sólo un 4,5 por ciento de las exportaciones totales de bienes en 1995.  Sus exportaciones aumentaron considerablemente en los años siguientes, en particular las exportaciones de camarones conocieron un auge sin precedentes, hasta alcanzar una participación máxima del 8 por ciento del total de las exportaciones en 1997;  sin embargo, las ventas al exterior cayeron considerablemente en 1998 y 1999.

8. Las exportaciones de productos de la industria alimentaria crecieron sustancialmente entre 1995 y 1999, cuando alcanzaron un valor de 385 millones de dólares EE.UU.  Este resultado se debe en particular al crecimiento de las ventas de productos tales como preparaciones alimenticias diversas, purés y pastas de frutas, y aceite de palma, y a pesar de la fuerte caída en el valor de las exportaciones de productos agroindustriales como el azúcar, el palmito, y las preparaciones y conservas de pescado, las cuales se vieron afectadas por la reducción de sus precios internacionales.

ii) Objetivos e instrumentos de política

9. Desde 1996 se han introducido varios cambios en el marco legal e institucional de la política agropecuaria y agroindustrial que, sin embargo, no han cambiado fundamentalmente el sistema de apoyo al sector agropecuario y agroindustrial.  Las políticas de desarrollo para el sector se enfocan dentro de dos ejes estratégicos:  la competitividad de la agricultura y el desarrollo del medio rural.  El primero incluye los temas de la reconversión productiva, el fortalecimiento de los recursos humanos y la modernización institucional, mientras que el segundo considera las esferas del fortalecimiento y desarrollo del medio rural, las organizaciones sociales y la cogestión y modernización institucional para el desarrollo rural.   

10. Los principales entes públicos involucrados en las políticas de desarrollo agropecuario y rural son el Ministerio de Agricultura y Ganadería, el Consejo Nacional de Producción, el Programa de Desarrollo Rural, el Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura, el Instituto de Desarrollo Agrario, la Oficina Nacional de Semillas, el Servicio Nacional de Riego y Avenamiento y el Programa Integral de Mercadeo Agropecuario.  Asimismo varios entes públicos no estatales tienen un papel importante en el sector, como por ejemplo la Corporación Bananera Nacional, el Instituto del Café o la Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar.

11. En 1996 se creó la Junta de Reconversión Productiva para el Sector Agropecuario (Decreto Ejecutivo N° 25121-MAG de 10 de mayo de 1996), como instancia superior encargada de orientar el proceso de reconversión agropecuaria.  Dicha Junta, adscrita al Ministerio de Agricultura y Ganadería, retomó las acciones que efectuaban las diversas instituciones para brindarles una visión integral y un soporte financiero.  Además, mediante el Decreto Ejecutivo N° 25122-MAG de 10 de mayo de 1996, se dotó al Programa Integral de Mercadeo Agropecuario (PIMA) del marco legal requerido para la administración de recursos financieros que se canalizarían para apoyar el proceso.    Finalmente, mediante la Ley N° 7742 de 15 de enero de 1998 se estableció el Programa de Reconversión Productiva y se realizaron reformas a la Ley Orgánica del Consejo Nacional de Producción (CNP) otorgando un marco legal de mayor rango jurídico a las actividades de la Junta de Reconversión Productiva creada en 1996 y pasando las funciones rectoras del proceso del PIMA al CNP. 

12. La Ley N° 7742 establece que el CNP tiene como finalidad la transformación integral de las actividades productivas del sector agropecuario, en procura de su modernización y verticalización para darle más eficiencia y competitividad.  Asimismo, el CNP debe facilitar la inserción de dichas actividades en el mercado internacional, haciendo hincapié en los pequeños y medianos productores, para buscar una distribución equitativa de los beneficios que se generen, entre otros, mediante esquemas de capacitación y transferencia tecnológica.  Además, el CNP está encargado de mantener un equilibrio justo en las relaciones entre productores agropecuarios y consumidores, a cuyo fin está facultado para intervenir en el mercado interno de oferta y demanda, para garantizar la seguridad alimentaria del país.  El CNP esta asimismo facultado para fomentar la producción, la industrialización y el mercadeo de los productos agrícolas y pecuarios, directamente o por medio de empresas de productores agropecuarios organizados.  Las autoridades puntualizaron que dichas facultades se ejercen siempre que no contravengan los compromisos internacionales asumidos por el país.

13. Para la consecución de las finalidades específicas descritas anteriormente, la Ley N° 7742 confiere al CNP responsabilidades muy amplias, como lo indica el recuadro IV.1.  Sin embargo, algunas de las actividades establecidas en la ley orgánica del CNP no se están desarrollando, como es el caso de exportar o importar, previo estudio del abastecimiento nacional de productos agropecuarios directamente o por medio de las organizaciones de productores avaladas o respaldadas por el CNP.  Las responsabilidades del CNP incluyen el ejecutar y desarrollar el Programa de Reconversión Productiva antes mencionado, cuyos componentes ejecutados entre 1999 y 2000 están detallados en el cuadro IV.3.  El patrimonio del Programa de Reconversión Productiva puede incrementarse, sin límite, mediante nuevos aportes de capital del Gobierno y donaciones, o por medio de créditos o préstamos que solicite para estos fines.  Los recursos del Programa se destinan al cumplimiento de sus objetivos y a la asignación de recursos, reembolsables y no reembolsables, a los proyectos aprobados por el CNP.  Para los recursos reembolsables, se pueden fijar períodos de gracia, plazos y tasas de interés preferenciales.  Las autoridades señalaron que dichos recursos se asignan en prioridad a proyectos de reconversión que impliquen una mejora de las condiciones de competitividad de las actividades productivas y el mercadeo de los productos por parte de los grupos de productores. 
14. Asimismo, el CNP coordina las actividades y colabora con todos los organismos de crédito, extensión agrícola, asistencia técnica y de cualquier otra índole, cuyo esfuerzo logre fomentar la producción nacional y la estabilidad de los precios.  El CNP puede otorgar prestaciones en recursos humanos y técnicos, en beneficio de las organizaciones de pequeños y medianos productores agropecuarios a título gratuito u oneroso.

15. El CNP esta facultado para contraer directamente obligaciones crediticias para el desempeño de sus actividades y, con la garantía del Estado, obtener los empréstitos que su funcionamiento demande, en fuentes financieras nacionales o extranjeras, en este último caso con aprobación de la Asamblea Legislativa.  Tratándose de fuentes financieras nacionales, el Banco Central debe conceder al CNP los préstamos para sus operaciones de estabilización de precios a un interés no mayor del 2 por ciento anual.  Conforme a lo establecido en la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional (Ley N° 1644 de 27 de septiembre de 1953), el Ministerio de Hacienda aporta al CNP las sumas necesarias para cubrir las pérdidas en la realización de los productos o la insuficiencia de los recursos destinados a la regulación de precios.  La Ley N° 7742 habilita al CNP a intervenir en el mercado como ente estabilizador de precios, sin embargo, las autoridades notaron que esta función no se está ejecutando en virtud de los compromisos internacionales adquiridos por Costa Rica y los lineamientos de política macroeconómica.

16. Con respecto a las acciones en materia de comercialización interna, se ha impulsado el apoyo a las organizaciones de productores en cuanto al desarrollo de nuevos canales de comercialización para facilitar el acceso al mercado y el suministro de información a las organizaciones productivas a través del Sistema de Información de Mercados (MERCANET). 

Recuadro IV.1

Actividades del Consejo Nacional de Producción (CNP)
Las actividades ordinarias del Consejo Nacional de Producción (CNP), tal y como se definen en la Ley N° 7742, incluyen:
-
Fomentar, facilitar y propiciar condiciones que generen los procesos organizativos, nacionales y regionales, y los de cooperación entre organizaciones y grupos de productores nacionales.

-
Operar la infraestructura agrícola que posea (por ejemplo silos, secadoras, cámaras de refrigeración y plantas de transformación e industrialización).  Dicha infraestructura puede ser dada en arriendo, en préstamo gratuito u oneroso o en administración a organizaciones de pequeños y medianos productores agropecuarios.

-
Impulsar y fomentar la industrialización agrícola y pecuaria en determinadas zonas.

-
Coordinar sus actividades con organismos e instituciones estatales, que coadyuven al fomento de la producción nacional.

-
Realizar, bajo la rectoría del Ministerio de Agricultura y Ganadería, y en conjunto con las demás instituciones del sector agropecuario, programas de asistencia y cooperación interinstitucional.

-
Otorgar garantía fiduciaria ante las instituciones financieras del Estado, a favor de organizaciones de pequeños y medianos productores agropecuarios legalmente constituidas.

-
Exportar o importar, previo estudio de abastecimiento nacional, productos agropecuarios directamente o por medio de las organizaciones de productores avaladas o respaldadas por el CNP.  Dichas operaciones se pueden llevar a cabo siempre y cuando la seguridad alimentaria del país quede garantizada.

-
Coordinar la certificación de calidad de los productos agropecuarios y la metrología industrial con otros entes públicos u organizaciones privadas.

-
Promover la reglamentación de todo tipo de mercados para vender productos de origen agropecuario de consumo popular, y promover o fiscalizar el establecimiento de mercados.

-
Suscribir de sus ingresos, certificados de aportación o capital accionario de organizaciones de pequeños y medianos productores agropecuarios cuya actividad se relacionen directamente con los objetivos de la Ley. 

-
Establecer, por sí mismo o en coordinación con el Ministerio de Agricultura y Ganadería u otra institución, programas de investigación, capacitación y transferencia tecnológica de productos agropecuarios, en el campo de la industrialización y comercialización, directamente o por medio de contrataciones con personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, nacionales o extranjeras. 

-
Atender las necesidades prioritarias del sector productivo, haciendo hincapié en las unidades productivas pequeñas y medianas y en sus organizaciones.

-
Intervenir como agente económico en el mercado de semillas y productos agropecuarios para fomentar su producción y disponibilidad.

-
Crear y desarrollar programas acordes con las necesidades de la mujer rural y sus organizaciones, que les garanticen el acceso a los recursos para implementar sus proyectos.
-
Fomentar programas de agroindustria, agropecuarios y conservacionistas.

-
Comprar o vender los productos agropecuarios en bolsas de productos agropecuarios o de comercio. 

-
Promover programas que permitan insertar, en el esquema productivo nacional, a técnicos y profesionales en ciencias agropecuarias y procurar su acceso a los recursos del Programa de Reconversión Productiva. 

-
Participar en programas de asistencia social y atención de emergencias

Fuente:
Ley N° 7742 de 15 de enero de 1998.

Cuadro IV.3

Programas agropecuarios de reconversión productiva ejecutados entre 1999 y 2000

Esferas y descripción de los programas
Objetivo
Recursos (millones de colones)

Comercialización



Comercialización internacional: 



-
Instalación de una oficina en Miami
Brindar servicios especialmente al sector de pequeños y medianos productores organizados en asuntos tales como seguimiento aduanal, contactos comerciales, atención de rechazos
n.d.

-
Participación en Ferias Internacionales
Promover productos agroindustriales y alimentos naturales
n.d.

-
Estudios de análisis de competitividad sobre el nivel arancelario aplicado al azúcar y sobre la cadena productiva de granos básicos e insumos para alimentación animal
Apoyar al sector productivo en el análisis de la competitividad de sus productos
n.d.

-
Gestiones ante el Gobierno del Taipei Chino para exportación de productos de origen animal 
Aumentar las exportaciones 
n.d.

Medidas en frontera: 



-
Salvaguardias especiales para el frijol negro y el arroz en granza, pilado y semiblanqueado
Protección de la producción nacional
n.d.

Comercialización interna:



-
Programa Nacional de Centros de Acopio
Desarrollo de infraestructura
164

-
Compra de equipo, materiales, camiones y obras complementarias
Fortalecimiento de las organizaciones de productores
76

-
Puesta a disposición de bodegas y de material
Mejorar el control de calidad en papa y cebolla 
n.d.

-
Promoción de las ferias del agricultor
Promoción de los productos 
n.d.

-
Construcción y funcionamiento de varios mercados 
Promoción de los productos y desarrollo de infraestructura
278

-
Administración de la Red Frigorífica Nacional 
Reducción de costos para los productores
n.d.

-
Estudios de comercialización (palmito, minivegetales, maderas y cebolla)
Determinar estrategias de desarrollo de dichos productos 
50 

Crédito agropecuario



Crédito al pequeño y mediano productor agropecuario y pesquero: 



-
Programa de Juntas Rurales de Crédito (Banco Nacional de Costa Rica, BNCR) 
Créditos de desarrollo
9.000

-
Programa de microfinanzas (BNCR) 
Créditos de desarrollo
5.500

-
Banco Popular
Crédito productivo
12.500

-
Banco Centroamericano de Integración Económica (BCIE) recursos canalizados a través de los bancos privados o del Estado
Renovación de cafetales
15.000

-
Programa de reconversión productiva
Financiación de 64 proyectos en diferentes actividades 
4.577

-
Fideicomiso MAG-PIPA/BANCREDITO
Financiación de actividades productivas de las organizaciones de pequeños y medianos agricultores
600

-
Fondo de Asistencia Técnica Privada        MAG – BNCR
Financiación de proyectos en las áreas de comercialización, agronómica, producción orgánica, y crédito comunal
139

-
INFOCOOP 
Créditos destinados a las actividades agropecuarias canalizados a través de cooperativas
699

-
Otras acciones de créditos
Contribuir al desarrollo sostenible y equitativo de los pequeños y medianos productores agropecuarios y forestales
n.d.

Apoyo a la agricultura y la agroindustria 



-
Eliminación de impuestos a los activos, a las exportaciones, y eliminación de la discriminación del impuesto sobre la renta para los productores de café 
Reducción de distorsiones
n.d.

-
Programa de Reconversión Productiva para proyectos agroindustriales 
Fortalecimiento de varias actividades agroindustriales en particular la de la palma aceitera 
979

-
Otros apoyos
Varios proyectos de cooperación técnica internacional 
1.953

Información Agropecuaria 



-
Instalación de 260 Centros Rurales de Información por medio de INFOAGRO
Difundir información de precios nacionales e internacionales 
n.d.

-
Envío de boletines de información
Difundir información sobre productos agrícolas
n.d.

Investigación y transferencia de tecnología 



-
Investigaciones 
Producir y desarrollar nuevas variedades de productos y semillas
n.d.

Extensión agropecuaria 



-
Atención a organizaciones productivas  
Capacitar en combate de plagas y enfermedades, y nuevos métodos de producción
n.d.

Riego y drenaje 



-
Extensión del área de riego;  Programa de pequeñas áreas de riego y drenaje;  construcción de drenaje;  obras de protección contra inundaciones
Desarrollo y mantenimiento de la infraestructura de riego y drenaje 
n.d.

-
Obras de infraestructura de riego para la producción de azúcar
Desarrollo y mantenimiento de la infraestructura de riego 
855

-
Construcción del Canal Sur (financiación del Gobierno Italiano)
Desarrollo y mantenimiento de la infraestructura de riego 
4.275

Salud animal y sanidad vegetal 



-
Programas de control y erradicación de plagas
Protección contra plagas y enfermedades 
n.d.

-
Producción de insectos para el control biológico de plagas
Protección contra plagas y enfermedades 
n.d.

-
Inspecciones en fronteras 
Protección contra plagas y enfermedades 
n.d.

Pesca y acuicultura 



-
Ampliación de la Terminal de Multiservicios Pesqueros en Puntarenas
Disponer de una área de servicio para el pescador artesanal  
n.d.

-
Fideicomiso pesquero entre el INCOPESCA y el Banco Popular 
Financiación de pescadores artesanales, en particular compra de motores y de lanchas
255

-
Convenio marco con España
Apoyar la infraestructura pesquera, el establecimiento de lonjas, y el fortalecimiento de la flota pesquera 
n.d.

-
Convenio para la construcción de un terminal pesquero en Limón
Creación de infraestructura
n.d.

-
Convenio entre la Caja Costarricenses de Seguros y el INCOPESCA
Aseguramiento de pescadores 
n.d.

Conservación y manejo de recursos naturales 



-
Proyecto MAG-FAO
Fomento y aplicación de prácticas de conservación y manejo de tierras en Costa Rica
45

n.d.
No disponible.

Fuente:
Secretaría de Planificación del Sector Agropecuario, Informe de Logros del Sector Agropecuario, mayo 1999-mayo 2000. 

17. Por otra parte, desde 1999 las regulaciones de precios de productos agropecuarios se aplican solo al arroz (véase el capítulo III.4) ii)).  Según las autoridades, dicha regulación se justifica por la presencia de condiciones oligopólicas en la producción, importación y distribución del arroz.  Con el propósito de garantizar al productor agrícola un precio justo y que los industriales compradores no provoquen distorsiones en el mercado se regula el precio de aquellas calidades de arroz que contengan un porcentaje de grano entero hasta del 80 por ciento y el resto de grano quebrado.  No se regulan otras clasificaciones de arroz, ya sea por porcentaje de grano entero o por proceso de transformación (por ejemplo precocido).  La regulación comprende la fase de producción tipo secano (arroz en granza producido sin riego, el cual representa alrededor del 75 por ciento del área total cultivada), la fase de industrialización (arroz pilado) y las distintas fases de comercialización (al mayorista, al minorista y al consumidor).  Se establece el precio que el industrial debe pagar al productor por el arroz en granza y posteriormente el precio del arroz que el industrial ofrecerá al consumidor.  La fijación de precios está basada en un modelo de costos, elaborado por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio, que incorpora los costos de cultivo y de industrialización del arroz.  El nivel de precios se actualiza al menos cada año en base a información suministrada por la Oficina del Arroz.  Los niveles de precios fijados son generalmente superiores a los precios del mercado internacional.  El precio de las importaciones no está regulado. 

18. A principios de 2001, las autoridades no preveían la eliminación de las medidas regulatorias aplicadas al mercado del arroz.  Sin embargo, a través de la Bolsa de Productos Agropecuarios (BOLPRO), se están fomentando mecanismos alternativos que faciliten la transparencia en la negociación de las importaciones y en la comercialización de este producto.  Los mecanismos alternativos planteados, los cuales ya han sido usados en 1999, son similares al sistema de administración de los contingentes arancelarios para derivados lácteos y avícolas (capítulo III.2) iv)).  Es decir, se abren contingentes de importación determinados por la cantidad que no puede ser abastecida por la producción nacional.  A dichos contingentes se les aplica una tasa arancelaria inferior al arancel NMF y se pone a disposición de cualquier interesado para su importación mediante los mecanismos bursátiles de BOLPRO.  Las autoridades puntualizaron que no existe ninguna restricción para importar más allá de ese contingente siempre y cuando se pague el arancel NMF correspondiente y se cumplan los requisitos fitosanitarios. 

19. Las autoridades puntualizaron que la producción de alcohol ya no está reservada exclusivamente al Estado.  Sin embargo, todo el alcohol producido en Costa Rica aún se comercializa a través de la Fábrica Nacional de Licores (FANAL).  El CNP está encargado de administrar la FANAL y participa en la fijación de los precios de venta de sus productos.

20. El Estado proporciona apoyo al sector productivo para la comercialización internacional y el establecimiento de mecanismos para limitar la exposición de los productores locales a la competencia y a las fluctuaciones internacionales.  Las autoridades señalaron que dichos mecanismos se establecen siempre que no contravengan los compromisos internacionales asumidos por Costa Rica.  Por otra parte, para hacer frente a la caída de los precios internacionales del banano, el Gobierno ha establecido un fondo de compensación de precios (véase el anexo IV.1).  A través del Instituto del Café de Costa Rica (ICAFE), Costa Rica está implementando un mecanismo de retención de parte de su producción con el objetivo de sostener la cotización internacional de dicho producto.  Por otra parte, la Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar (LAICA) fija la cuota anual de producción de azúcar y fiscaliza las exportaciones de dicho producto (véase el capítulo III.4) iii)).

21. Con respecto a los mecanismos destinados a limitar la exposición del sector a la competencia internacional se mantienen contingentes arancelarios para las importaciones de diferentes productos lácteos y de aves de corral (capítulo III.2) iv)).  Asimismo, los aranceles de varios productos agrícolas, en particular de productos tradicionales de consumo interno como el arroz o los frijoles, siguen significativamente por encima del promedio arancelario del sector.  Además de la protección arancelaria, a finales de 2000, ambos productos estaban sujetos a medidas de salvaguardia especial (capítulo III.2) ix)).

22. Costa Rica mantiene un sistema de asistencia a las exportaciones constituido por la exención del impuesto sobre la renta, y hasta septiembre de 1999 por el Certificado de Abono Tributario (véase el capítulo III.3) vi)).  Dicho sistema esta dirigido a todos los productos con excepción de los productos tradicionales de exportación (banano, café, azúcar y carne) y los productos tradicionales de consumo interno (cereales y granos básicos).  Por otra parte el sector agropecuario recibe incentivos fiscales mediante la exención del pago del Impuesto General sobre las Ventas aplicada a insumos y equipos de uso en labores productivas agropecuarias y pesqueras (capítulo III.4) iv)).  Por otra parte, las exportaciones de banano están sujetas a un impuesto de exportación y a varias cargas (véase el capítulo III.3) ii) y el anexo IV.1). 

23. El crédito para el sector agropecuario ha crecido considerable en los últimos años, alcanzando a fines de 2000 un monto total de 88.276 millones de colones, desglosados en 70.394 millones para la agricultura, 17.352 en ganadería y 530 millones para pesca.  A junio de 2000, las colocaciones provenientes de los bancos privados representaban el 30 por ciento del crédito total otorgado a las actividades agrícolas y tan sólo el 5 por ciento del crédito otorgado a las actividades pecuarias y de pesca.
  Las tasas de interés aplicadas por los bancos del Estado son por lo general inferiores a las aplicadas por los bancos privados (sección 5) ii)).  A pesar de haber disminuido considerablemente desde 1995, el diferencial de tasas de interes sigue siendo importante;  en 1998 las tasas medias aplicadas por los bancos del Estado a las actividades agrícolas eran inferiores en un 24 por ciento a las aplicadas por los bancos privados.  Dicho diferencial era ligeramente inferior para las actividades pecuarias e agroindustriales (cercano al 20 por ciento). 

24. Además de los créditos canalizados mediante los bancos del sistema financiero nacional, el sector agropecuario y agroindustrial también se beneficia de los fondos de reconversión productiva.  Dichos fondos, destinados a pequeños y medianos productores, son en principio parcialmente reembolsables (por ejemplo, el 40 por ciento del financiamiento otorgado en el período 1997-1998 era reembolsable);  sin embargo como se señala anteriormente, se pueden fijar períodos de gracia, plazos y tasas de interés preferenciales.

iii) Indicadores de ayuda

25. Las notificaciones de Costa Rica al Comité de Agricultura apuntan a que desde 1995 los productores agropecuarios se han beneficiado primordialmente de medidas de ayuda interna al amparo del compartimento verde y el trato especial y diferenciado.  Por su naturaleza, dichas medidas están exentas de compromisos de reducción;  sin embargo entre 1995 y 1998 el monto total de las medidas internas se redujo de cerca de 200 millones de dólares EE.UU. a poco menos de 30 millones de dólares EE.UU. (cuadro IV.4).  Las autoridades costarricenses señalaron que la razón fundamental de la fuerte caída de la ayuda notificada en 1998 es que en los primeros años se notificó un rubro llamado “Servicio de financiamiento a la agricultura”, el cual consiste en una serie de fuentes preferenciales de crédito para el productor agropecuario.  Estos rubros dejaron de notificarse por cuanto las operaciones, a pesar de contemplar condiciones de acceso al crédito y de pago preferenciales, no implican transferencias de recursos y eran totalmente reembolsables. 
Cuadro IV.4

Medidas de ayuda interna notificadas, 1995-1998

(Millones de dólares EE.UU.)


1995
1996
1997
1998

Medidas notificadas al amparo del "compartimento verde"
67,0
30,2
40,0
21,9

Servicios de investigación agropecuaria
2,9
2,6
2,8
2,1

Protección agropecuaria 
1,8
2,2
4,3
3,5

Extensión y capacitación
n.a.
6,6
14,0
5,4

Servicio de riego y drenaje
8,3
4,9
6,2
3,6

Servicio de certificación de semillas
0,1
0,3
0,3
n.a.

Asistencia técnica y extensión agropecuaria
8,8
n.a.
n.a.
n.a.

Apoyo a la comercialización externa
6,0
n.a.
n.a.
n.a.

Servicios de aseguramiento
28,9
7,3
6,2
0,6

Fomento y desarrollo agroindustrial
1,0
0,6
n.a.
5,3

Mercadeo agropecuario
1,4
0,8
0,5
1,4

Programas de inversión
2,0
n.a.
0,7
n.a.

Seguridad alimentaria y compensación social
n.a.
4,7
4,8
0,0

Certificación y control de calidad
0,3
0,1
0,2
n.a.

Servicio de capacitación
0,1
n.a.
n.a.
n.a.

Abastecimiento estratégico
5,5
n.a.
n.a.
n.a.

Medidas notificadas en el marco del "Trato especial y diferenciado"
132,9
15,1
14,1
6,8

Servicios de financiamiento a la agricultura
132,9
15,1
14,1
6,8

Programas de inversión
n.a.
0,0
0,0
0,0

Medida Global de Ayuda Total 
n.a.
n.a.
n.a.
0,0

n.a.
No se aplica.

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a las notificaciones de Costa Rica al Comité de Agricultura (documentos G/AG/N/CRI/6 de 17 de noviembre de 1999 y G/AG/N/CRI/7 de 11 de octubre de 2000).

26. Desde 1995 las notificaciones de Costa Rica indican que no se ha otorgado ayuda a productos específicos;  no obstante, de conformidad con los compromisos consignados en su Lista, se ha reservado el derecho a aplicar medidas del compartimento ámbar si lo considera oportuno.
  Para 1998, los desembolsos presupuestarios no referidos a productos específicos alcanzaron 80.000 dólares EE.UU.

27. Con respecto a las subvenciones a las exportaciones, en su Lista de compromisos, Costa Rica se comprometió a reducir en un 24 por ciento el porcentaje promedio correspondiente al Certificado de Abono Tributario (CAT) en un plazo de 10 años, y a eliminar el incentivo de exención de pago del impuesto a la renta al finalizar el período de 10 años (véase ii)  supra).  Costa Rica señaló en su Lista que la naturaleza de dichos mecanismos, basados en un porcentaje sobre el valor de las exportaciones o en un crédito fiscal sobre el valor de la renta, no permitía establecer un compromiso monetario de reducción de los desembolsos realizados por el Estado.  

28. En principio las subvenciones, tanto mediante el CAT como mediante la exención del impuesto sobre la renta, fueron eliminadas totalmente el 30 de septiembre de 1999.  Las autoridades señalaron que las subvenciones a la exportación por medio del CAT alcanzaron aproximadamente los siguientes montos en millones de dólares EE.UU.:  94 en 1995, 115 en 1996, 105 en 1997, 122 en 1998, y 20 en 1999.
 
29. Los montos de subvención otorgados por concepto de excepción del impuesto sobre la renta no han sido notificados.  Aunque en principio las subvenciones a las exportaciones mediante excepción del impuesto sobre la renta habían sido eliminadas en septiembre 1996, se restablecieron a raíz de un recurso planteado por un grupo de industriales, para las empresas que hubieran firmado contratos de producción con el Estado antes de su derogación (véase el capítulo III.4) iv)).  Las autoridades señalaron que ninguna de las empresas involucradas pertenece al sector agrícola y que por ende las subvenciones a las exportaciones agrícolas mediante excepción del impuesto sobre la renta se eliminaron efectivamente en septiembre de 1996. 
30. No existen otros indicadores, como por ejemplo estimaciones de equivalentes en subvenciones al productor, que permitan estimar el impacto global, sobre el sector o sobre productos específicos, de las diferentes medidas de protección y de promoción.  A pesar que entre 1995 y 2000 el promedio arancelario de los productos agrícolas (definidos en base al Anexo I del Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC) se redujo sensiblemente, del 17,1 por ciento al 14,8, la protección arancelaria otorgada a dichos productos sigue siendo sensiblemente superior a la otorgada a los productos industriales (capítulo III.2) iii)).  

3) Energía eléctrica

31. La producción total de energía eléctrica en 1999 fue de 6.189 GWh, de los cuales el 73 por ciento correspondió a generación hidroeléctrica, el 19 por ciento a generación térmica, el 5 por ciento a generación geotérmica, el 3 por ciento a generación eólica, y el resto a generación solar.  Ese año, el consumo de energía eléctrica alcanzó 5.435 GWh. La red eléctrica costarricense esta interconectada con las de los países vecinos de Nicaragua y Panamá;  durante 1999, Costa Rica realizó intercambios de energía eléctrica con esos dos países y Honduras.  En el período de 1990 a 1999, la generación de energía eléctrica del Sistema Eléctrico Nacional creció en promedio el 6,4 por ciento, en tanto que las ventas totales de energía eléctrica en el mismo período crecieron un 5,7 por ciento como promedio.  El crecimiento de la demanda en los próximos 10 años está estimada en un promedio del 5,5 por ciento, haciendo necesaria una inversión sustancial en capacidad adicional, de generación, transmisión y distribución.  

32. El Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), empresa estatal, controla la transmisión, distribución y comercialización de la mayor parte de la energía eléctrica producida en Costa Rica así como gran parte de la generación.  El ICE sigue gozando del monopolio en la transmisión de la energía eléctrica.  En la generación eléctrica participan además del ICE la Compañía Nacional de Fuerza y Luz (CNFL), la cual pertenece al Grupo del ICE;  la Empresa de Servicios Públicos de Heredía (ESPH);  la Junta Administradora de Servicio Eléctrico de Cartago (JASEC);  varias cooperativas;  y generadores privados.  Desde 1990, se autoriza la generación eléctrica autónoma o paralela por empresas privadas mediante concesiones destinadas a explotar centrales eléctricas de capacidad limitada (hasta 20 MW) por un periodo máximo de 20 años.
  Inicialmente se estableció un limite a la participación del capital extranjero en las empresas generadoras del 35 por ciento;  sin embargo, en mayo de 1995, se amplió dicho límite hasta el 65 por ciento del capital social total. 

33. Posteriormente se han hecho propuestas para liberalizar el sector, promover la participación de inversionistas privados y aumentar la competencia al operador estatal dominante. Sin embargo los proyectos de ley para reorganizar el ICE y el sector eléctrico han enfrentado considerable oposición pública y no han podido ser aprobados en la Asamblea Legislativa, por lo cual se creó una Comisión Mixta para analizar los diferentes proyectos de reforma y proponer soluciones que permitan salir del punto muerto.  A principios de 2001, no había una propuesta concreta de ley para el sector eléctrico en la corriente legislativa. 

34. El ICE está facultado por ley para comprar, en bloques de no más de 50 MW, el excedente de energía eléctrica que tengan los productores tras abastecer sus propias necesidades o a productores que únicamente generan.  Las compras deben efectuarse mediante el procedimiento de licitación, con competencia de precios de venta y evaluación de la capacidad técnica, económica y financiera, tanto del oferente como de las características de la fuente de energía ofrecida.  Los activos de la planta eléctrica en operación deben ser traspasados, libres de costos y gravámenes, al ICE al finalizar el plazo del contrato.  Las empresas productoras de energía eléctrica autónoma o paralela, gozan de las mismas exoneraciones que el ICE en la importación de maquinaria y equipo para sus actividades productivas. 

35. La Autoridad Reguladora de Servicios Públicos (ARESEP) fija las tarifas de generación, transmisión, y distribución.  Dentro del proceso de fijación, la ARESEP evalúa las peticiones tarifarías del ICE y las empresas distribuidoras y realiza los ajustes que a su criterio técnico sean pertinentes.  Las tarifas de distribución están diferenciadas por sector de consumo, a saber:  residencial, general, industrial y alumbrado público.  La ARESEP también está encargada de fijar el precio de compra por parte del ICE de la energía generada por los productores autónomos.  Los contratos de compra y venta tienen una vigencia máxima de 20 años. 
4) Sector manufacturero

36. Desde el anterior examen de Costa Rica el peso del sector manufacturero en la economía costarricense ha aumentado significativamente, pasando del 22,1 por ciento del PIB en 1995 al 29,6 por ciento en 1999.  El sector como un todo ha tomado un papel central como generador de divisas;  sus exportaciones aumentaron de 1.870 millones de dólares EE.UU. en 1995 a 5.100 millones de dólares EE.UU. en 1999.  Asimismo hace una contribución importante al empleo, y ocupó alrededor del 14 por ciento de los trabajadores ocupados en 2000.  También existe en el sector un componente informal muy significativo;  el número de empresas informales representó en 1998 cerca del 57 por ciento del total de las empresas industriales.
  El sector informal industrial está dominado por la industria alimentaria, muebles y electromecánica. 

37. La contribución al PIB de las manufacturas no alimentarias (es decir, todo el sector manufacturero con exclusión de las industrias de alimentos, bebidas, y tabaco) alcanzó en 1998 un 16,2 por ciento del PIB total.  Ese año, las siguientes fueron las manufacturas no alimentarias, que generaron el mayor valor agregado:  las actividades de perfeccionamiento activo y zonas francas;  la fabricación de substancias químicas;  la pequeña industria y los trabajadores independientes
; la industria del papel;  y la industria de textiles, prendas de vestir, y del cuero (cuadro IV.5). En términos del porcentaje de la mano de obra total ocupada, en 1998 las principales actividades fueron la industria alimentaria, las industrias de textiles, prendas de vestir y del cuero, la industria de productos metálicos, la industria de la madera y la industria química.

38. En los últimos años, el sector manufacturero no alimentario ha sido uno de los principales motores de crecimiento gracias, en particular, al desarrollo de la industria de componentes electrónicos.  Esta industria se desarrolló en Costa Rica principalmente como resultado de la inversión extranjera directa para procesos de maquila electrónica.  La inversión en este sector se realizó básicamente en tres etapas.  Entre mediados de los setenta y principios de los ochenta se instalaron varias firmas de ensamblaje de productos eléctricos y de manufacturas de componentes electrónicos.  En una segunda etapa, a finales de los ochenta y a principios de los noventa, llegaron nuevas empresas de componentes electrónicos, principalmente de componentes de acondicionamiento de energía así como fabricantes de sensores electrónicos para equipo industrial o médico.  A partir de 1994, con la llegada de nuevas empresas, se consolidó el sector de producción de componentes relacionados con acondicionamiento de energía y con sensores electrónicos, y se empezó a producir componentes más sofisticados.  También se instalaron, en esta tercer etapa, empresas productoras de componentes para equipo de telecomunicación.  En términos de empleo, a fines de 1999, las empresas de zonas francas generaban cerca de 31.000 puestos de trabajo.  

39. La existencia de una industria de maquila electrónica de cierta sofisticación fue probablemente un factor importante en la decisión del fabricante de componentes electrónicos INTEL de instalarse en Costa Rica.  La inversión inicial de INTEL en 1997 alcanzó unos 300 millones de dólares EE.UU., destinados a la construcción de una planta de ensamblaje y prueba, la cual a fines de 1998 empleaba 2.300 personas.  En 1999, las exportaciones de INTEL representaron el 38 por ciento de las exportaciones totales de bienes costarricenses.  La presencia de INTEL en Costa Rica ha propiciado a su vez la llegada de otras empresas internacionales proveedoras de bienes y servicios a dicha empresa.  Sin embargo, las industrias de componentes electrónicos, al igual que las demás industrias acogidas a los regímenes especiales de exportación, aún tienen escasos encadenamientos con las empresas locales.  En 1998, solamente un poco más del 4 por ciento de las compras totales realizadas por las empresas de las zonas francas se dirigieron a empresas locales.  

Cuadro IV.5
Contribución del sector industrial al valor agregado bruto a precios básicos y composición del valor agregado brutoa
(Porcentaje y millones de colones)


1995
1996
1997
1998
1999

Valor agregado bruto total  (millones de colones)
1.899.165 
 2.206.843 
2.691.436 
3.263.354 
3.999.283 

Industria manufacturera
22,1 
      22,3 
 22,5 
      23,5 
29,6 

Productos alimenticios, bebidas y tabaco 
             7,5 
             7,6 
             7,6 
            7,3 
6,6

Remuneraciones de los asalariados 
32,9 
34,0 
35,0 
37,2 
40,0

Impuestos sobre la producción 
2,7 
2,6 
2,7 
2,8 
3,0

Excedente de explotación bruto 
64,4 
63,4 
62,3 
60,0 
57,0

Industrias textiles y del cuero
             1,6 
         1,5 
       1,3 
        1,3 
1,0

Remuneraciones de los asalariados
74,5 
75,5 
76,4 
78,2 
76,6

Impuestos sobre la producción 
5,3 
5,2 
5,5 
5,3 
3,1

Excedente de explotación bruto 
20,2 
19,3 
18,1 
16,5 
20,3

Industria de la madera 
      0,3 
     0,4 
     0,4 
      0,4 
0,3

Remuneraciones de los asalariados
66,4 
66,3 
67,1 
68,1 
74,0

Impuestos sobre la producción 
3,1 
2,9 
3,0 
3,0 
3,4

Excedente de explotación bruto 
30,5 
30,8 
29,8 
28,9 
22,7

Industria del papel
      1,6 
     1,5 
     1,4 
          1,3 
1,3

Remuneraciones de los asalariados
37,7 
41,7 
45,0 
46,1 
45,6

Impuestos sobre la producción 
2,2 
2,4 
2,3 
2,3 
2,4

Excedente de explotación bruto 
60,1 
55,9 
52,7 
51,6 
52,0

Industrias químicas 
      3,2 
        3,3 
        3,2 
          2,9 
2,7

Remuneraciones de los asalariados
43,4 
42,0 
45,2 
46,6 
45,2

Impuestos sobre la producción 
3,7 
3,2 
3,6 
3,6 
3,4

Excedente de explotación bruto 
53,0 
54,8 
51,2 
49,8 
51,4

Productos minerales no metálicosb
             0,7 
   0,6 
     0,7 
    0,7 
0,7

Remuneraciones de los asalariados
46,6 
48,6 
54,5 
52,7 
50,1

Impuestos sobre la producción 
3,1 
3,1 
3,2 
3,1 
3,1

Excedente de explotación bruto 
50,3 
48,3 
42,3 
44,2 
46,8

Industrias metálicas básicas
     0,2 
       0,2 
      0,2 
       0,2 
0,1

Remuneraciones de los asalariados
33,4 
33,4 
39,4 
42,4 
55,2

Impuestos sobre la producción 
2,6 
2,5 
3,1 
3,3 
4,1

Excedente de explotación bruto 
64,0 
64,1 
57,5 
54,3 
40,7

Fabricación de productos metálicosc
      0,6 
     0,5 
    0,5 
      0,5 
0,5

Remuneraciones de los asalariados
40,4 
41,3 
44,3 
45,4 
47,7

Impuestos sobre la producción 
8,0 
7,7 
8,5 
8,3 
7,9

Excedente de explotación bruto 
51,5 
51,0 
47,2 
46,3 
44,5

Otras industrias manufactureras
     1,5 
     1,4 
     1,4 
     1,2 
0,1

Remuneraciones de los asalariados
54,0 
58,2 
62,9 
62,5 
52,9

Impuestos sobre la producción 
3,7 
3,8 
4,1 
3,8 
3,8

Excedente de explotación bruto 
42,3 
37,9 
33,0 
33,8 
43,3

Pequeña industria e independientes
      2,6 
    2,6 
  2,6 
    2,4 
2,1

Remuneraciones de los asalariados
42,9 
42,9 
44,0 
44,5 
47,0

Impuestos sobre la producción 
1,6 
1,6 
1,7 
1,6 
2,0

Excedente de explotación bruto 
55,5 
55,4 
54,3 
54,0 
51,0

Perfeccionamiento activo y zonas francas
   2,4 
   2,7 
  3,3 
  5,3 
13,4

Remuneraciones de los asalariados
74,4 
74,3 
70,9 
46,3 
16,1

Impuestos sobre la producción 
4,7 
4,7 
3,7 
2,4 
0,9

Excedente de explotación bruto 
21,0 
21,0 
25,4 
51,3 
83,0

a
La composición del valor agregado bruto está expresado en por ciento del valor agregado bruto en cada uno de los sectores.

b
Excepto los derivados del petróleo y del carbón.

c
Excepto maquinaria y equipo.

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a las Cuentas de  Producción del Banco Central.
40. Con el objetivo de contribuir a incrementar el valor agregado nacional en la producción nacional de las Empresas Multinacionales de Alta Tecnología (EMAT) instaladas en Costa Rica en régimen de zona franca, en julio de 2000 entró en operación el Proyecto de Desarrollo de Proveedores para Empresas Multinacionales de Alta Tecnología.  Dicho proyecto, financiado con recursos del Banco Interamericano de Desarrollo y de organizaciones locales, está dirigido principalmente a las pequeñas y medianas empresas (PYMES).  A finales de 2000 existían siete proyectos de vinculación en proceso y uno exitosamente concretado entre las EMATs y las PYMES locales.  Las autoridades esperaban concretar la ejecución de 45 proyectos durante los próximos tres años. 

41. En 1999, de acuerdo a su contribución relativa al valor agregado, las manufacturas más intensivas en mano de obra fueron las industrias textiles y del cuero, y la industria de la madera, en las cuales aproximadamente las tres cuartas partes  del valor agregado fue destinado a la remuneración de los asalariados (cuadro IV.5).  Cabe señalar que, con la llegada de INTEL, la producción manufacturera en régimen de zona franca y de perfeccionamiento activo dió un giro importante en cuanto a la intensidad relativa del uso de la mano obra, la remuneración de los asalariados como proporción del valor agregado pasando del 71 por ciento en 1997 a poco más del 16 por ciento en 1999. 

42. Entre 1995 y 1999, las exportaciones de la industria manufacturera crecieron a una tasa anual promedio del 31 por ciento.  En 1999, los dos principales productos exportados por la industria manufacturera no alimentaria fueron las partes para circuitos modulares (52 por ciento del total de la industria manufacturera) y los textiles (17 por ciento).  Las exportaciones de productos textiles se realizaron tanto por empresas acogidas a regímenes especiales, ya sea de zonas francas o de perfeccionamiento activo, como por empresas fuera de dichos regímenes.  En los últimos años, las exportaciones de empresas textiles bajo el régimen de zonas francas se han expandido más rápidamente que las de empresas fuera de dicho régimen o acogidas al régimen de perfeccionamiento activo.  Otras exportaciones significativas fueron las de medicamentos, de equipos de infusión y transfusión de sueros, y de secadores de cabello.  Si bien los dos últimos productos provienen en su totalidad de empresas que pertenecen al régimen de zonas francas, los medicamentos, principalmente destinados al mercado centroamericano y a algunos países de América del Sur, fueron producidos por empresas que no se benefician de ningún régimen especial de exportación.

43. Con la notable excepción de algunas actividades agroindustriales (véase la sección 2) supra), Costa Rica ha limitado el uso de medidas de política comercial como instrumentos de política industrial.  El nivel de protección arancelaria otorgado al sector industrial es relativamente bajo.  En marzo de 2000 el promedio arancelario del sector manufacturero se elevaba al 6,8 por ciento (estimado en base a base a la clasificación CIIU).
  Sin embargo, algunas actividades industriales siguen beneficiándose de niveles de protección arancelaria muy por encima del promedio del sector.  Además de algunas ramas de la industria alimentaria (CIIU 31), la industria de textiles, de prendas de vestir y del cuero (CIIU 32),  y la industria de la madera siguen gozando de un nivel de protección arancelaria superior al promedio del sector manufacturero (gráfico IV.1).
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Gráfico IV.1

Protección arancelaria en el sector industrial, marzo de 2000

a

Por ciento

31

32

33

34

35



36

37

38

39



Fabricación de productos alimenticios, bebidas y tabaco

Industrias textiles, de prendas de vestir y del cuero

Industria de la madera y productos de la madera, incluidos muebles

Fabricación de papel y productos de papel;  imprentas y editoriales

Fabricación de sustancias químicas y de productos químicos derivados del petróleo y del carbón, de 

caucho y plástico

Fabricación de productos minerales no metálicos, exceptuando los derivados del petróleo y del carbón

Industrias metálicas básicas

Fabricación de productos metálicos, maquinaria y equipo

Otras industrias manufactureras



31

32

33

34

35

36

37

38

39

Promedio

6,8%

(60,5)

a

Fuente:

Por categoría de 4 digitos de la CIIU.

Estimaciones de la Secretaría de la OMC en base a datos facilitados por las autoridades costarricenses.


44. Las medidas internas de fomento industrial están generalmente enfocadas hacia la pequeña y mediana industria.  Se estima que el 70 por ciento de las empresas costarricenses tiene menos de 10 trabajadores, mientras que el 87 por ciento tiene menos de 30 trabajadores. Las medidas específicas en favor de las pequeñas y medianas industrias incluyen el acceso a créditos en condiciones más favorables.  En 1998, el promedio de las tasas de interés aplicadas por la banca estatal a las actividades industriales se elevaban al 12,4 por ciento, frente a una tasa promedio del 18,5 por ciento aplicadas por los bancos privados (sección 5) ii) infra). 

45. Otras medidas de promoción del sector industrial incluyen los regímenes especiales de exportación (capítulo III.3) vi)), los programas de ayuda para la investigación (capítulo III.4) viii)), y varios instrumentos como programas de capacitación, incentivos fiscales o programas de financiamiento (capítulo III.4) iv)).  Asimismo, mediante la Oficina Nacional de Normas y Unidades de Medida (ONNUM), las autoridades costarricenses brindan apoyo al sector industrial mediante asesoría, soporte técnico y capacitación en las esferas de normalización, reglamentación técnica, acreditación y metrología (capítulo III.2) x)).  Por otra parte, las autoridades han tratado de implementar una política de competencia, en particular, para promover una mayor eficiencia y competitividad de la industria (capítulo III.4) i)).

5) Servicios

i) Principales características

46. Desde el anterior informe de la Secretaría no han ocurrido cambios importantes en el sector de los servicios;  la participación del Estado en dicho sector ha seguido siendo muy importante.  El Estado goza de un poder monopolístico en las actividades de seguros, telecomunicaciones, suministro de electricidad y suministro de combustibles.  La participación del sector privado en las actividades de intermediación financiera, aparte de los seguros, ha aumentado significativamente desde 1995. 

47. En 1999, la contribución del sector de los servicios al PIB total fue del orden del 67 por ciento, mientras su contribución al empleo total alcanzó casi el 64 por ciento (cuadro IV.6).  De acuerdo con el desglose de las cuentas nacionales del Banco Central de Costa Rica (Banco Central), los principales subsectores de servicios en términos de su contribución al valor agregado total en 1998 fueron, por orden decreciente de importancia, el comercio así como las actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler, seguidos por el transporte y el almacenamiento, la enseñanza, los hoteles y restaurantes, la construcción y la salud. 

48. Reflejando en parte los privilegios que mantiene el Estado en importantes sectores de servicios, la Lista de compromisos específicos de Costa Rica con arreglo al Acuerdo General de la OMC sobre el Comercio de Servicios es bastante limitada.
 

49. Costa Rica ha participado en las negociaciones sobre los servicios financieros y ha presentado una oferta que contiene en particular compromisos para varios subsectores de los servicios bancarios y otros servicios financieros en materia de acceso al mercado y al trato nacional para el modo de suministro mediante presencia comercial.
  Costa Rica aceptó el Quinto Protocolo anexo al Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios, incorporándolo a su legislación mediante la Ley N° 7897 de 18 de agosto de 1999.  Por otra parte, Costa Rica participó como observador en el Grupo de Negociación sobre Telecomunicaciones Básicas.  Sin embargo, debido a que la ley otorga al Estado el monopolio de la mayoría de los servicios de telecomunicaciones básicas, Costa Rica no presentó ninguna lista de compromisos para el acceso a los mercados en dichas negociaciones. 

Cuadro IV.6

Valor agregado y empleo de los actividades de servicios

(Por ciento)


PIBa 
Empleob


Contribuciónc

Crecimiento anuald
Contribución

Crecimiento anual 

Sector
1995
1999
1995-1999
1995
1999
1995-1999

Construcción
4.3
3.4
2.0
6.3
6.4
3.0

Electricidad
2.3
1.8
5.3
0.8
0.8
4.4

Suministro de agua
0.4
0.3
5.7
0.3
0.2
-6.0

Comercio
14.0
13.1
3.5
14.7
15.7
4.4

Hoteles y restaurantes
3.9
4.0
5.7
4.7
5.0
4.5

Transporte y almacenamiento
6.4
5.7
5.0
4.7
5.1
5.0

Correo y telecomunicaciones
1.5
1.3
13.7
0.6
0.6
1.7

Intermediación financierae
3.6
3.2
6.3
1.6
1.3
-2.2

Financiación de planes de seguros y de pensionesf
0.7
0.8
2.7
0.4
0.3
-7.3

Actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler
6.9
6.3
3.6
2.3
3.5
14.0

Administración pública; planes de seguridad social de afiliación obligatoria
3.8
3.3
-0.3
4.4
4.1
1.3

Servicios de saneamiento y similares
0.0
0.0
2.8
0.2
0.1
-10.1

Enseñanza
4.5
4.7
2.7
4.9
5.1
3.5

Salud
3.9
3.8
2.6
3.1
2.8
-0.4

Servicios sociales y otros servicios comunales
0.5
0.5
3.5
1.4
1.5
5.6

Servicios personales y de los hogares
1.6
2.4
4.2
8.9
9.9
5.7

Servicios de diversión y esparcimiento y servicios culturales
3.2
3.4
4.9
1.5
1.4
0.4

Total
61.5
58.1
5.4
60.6
63.7
4.0

a
Incluye servicios de intermediación financiera medidas indirectamente.

b
Población ocupada por rama de actividad.

c
En base a valores nominales.

d
Crecimiento anual promedio en términos reales en base a precios de 1991.

e
Excepto la financiación de planes de seguros y de pensiones.

f
Excepto los planes de seguridad social de afiliación obligatoria.

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información proporcionada por las autoridades costarricenses.

50. La Lista de compromisos costarricense incluye servicios repartidos en tan sólo cinco de las 12 categorías de servicios (cuadro IV.7).  Generalmente los servicios están consolidados únicamente para el modo de suministro mediante consumo en el extranjero.  Una excepción notable corresponde a los servicios bancarios para los cuales el trato nacional ha sido consolidado para el modo de suministro mediante presencia comercial (modo de suministro 3). 

51. En los compromisos horizontales de la Lista de compromisos específicos, se menciona que para el modo de suministro por medio de presencia comercial, Costa Rica no mantiene limitaciones de acceso al mercado para ninguno de los sectores incluidos en la lista.  Sin embargo, a nivel de los compromisos específicos dicha lista consigna ese tipo de limitaciones.  En el contexto del presente examen, las autoridades costarricenses puntualizaron que, no obstante lo señalado en los compromisos horizontales, en ningún caso se debe considerar que el acceso a los mercados mediante presencia comercial está consolidado para todos los sectores incluidos en su Lista. 

52. Costa Rica consolidó para todos los sectores incluidos en su Lista, tanto con respecto al acceso a los mercados como al trato nacional, las medidas que afectan a la entrada y estancia temporal de gerentes, directores administrativos, superintendentes y jefes generales de empresas, garantizando un mínimo de dos de esos administradores en cada empresa. 

Cuadro IV.7

Resumen de los compromisos de Costa Rica en el marco del AGCSa



Acceso a los mercados
Trato nacional


Modos de suministro:












Suministro transfronterizo
1



1






Consumo en el extranjero

2



2





Presencia comercial


3



3




Presencia de personas físicas



4



4

Compromisos (■ plenos;  ◨ parciales;  □ ningún compromiso;  - no figura en la Lista)

Horizontalesb
□
□
■
◨
□
□
□
◨

Compromisos relativos a sectores específicos









1.
Servicios prestados a las empresas










A.
Servicios profesionales
−
−
−
−
−
−
−
−


B.
Servicios de informática y servicios conexos, exclusivamente:










a.
De consultores en instalación de equipo
□
■
□
◨
□
■
□
□


b.
De aplicación de programas 
□
■
□
◨
□
■
□
□


c.

De procesamiento de datos
□
■
□
◨
□
■
□
□


d.
De bases de datos
□
■
□
◨
□
■
□
□


C.
Servicios de investigación y desarrollo
−
−
−
−
−
−
−
−


D.
Servicios inmobiliarios
−
−
−
−
−
−
−
−


E.
Servicios de arrendamiento o alquiler sin operarios
−
−
−
−
−
−
−
−


F.
Otros servicios prestados a las empresas
−
−
−
−
−
−
−
−

2.
Servicios de comunicaciones
−
−
−
−
−
−
−
−

3.
Servicios de construcción 
−
−
−
−
−
−
−
−

4.
Servicios de distribución 
−
−
−
−
−
−
−
−

5.
Servicios de enseñanza










A.
Enseñanza primaria 
□
■
□
□
□
■
□
□


B.
Enseñanza secundaria
□
■
□
□
□
■
□
□


C.
Enseñanza superior
□
□
◨
◨
□
□
□
◨


D.
Enseñanza de adultos
−
−
−
−
−
−
−
−


C.
Otros
−
−
−
−
−
−
−
−

6.
Servicios relacionados con el medio ambiente
−
−
−
−
−
−
−
−

7.
Servicios financieros










A.
Servicios de seguros y relacionados con los seguros
−
−
−
−
−
−
−
−


B.
Servicios bancarios y otros servicios financieros, exclusivamente:










a.

Aceptación de depósitos y otros fondos 
□
□
◨
□
□
□
■
□


b.
Préstamos de todo tipo
□
□
◨
□
□
□
■
□


c.

Servicios de tarjeta de crédito
□
□
◨
□
□
□
■
□


d.
Suministro y transferencia de información financiera 
■
■
◨
□
■
■
■
□


e.

Servicios de arrendamiento financieros 
□
□
◨
□
□
□
■
□


C.
Otros
−
−
−
−
−
−
−
−

8.
Servicios sociales y de salud










A.
Servicios de hospital
□
■
□
□
□
■
□
□


B.
Otros servicios de salud humana
□
■
□
◨
□
■
□
◨


C.
Servicios sociales 
−
−
−
−
−
−
−
−


D.
Otros 
−
−
−
−
−
−
−
−

9.
Servicios de turismo y servicios relacionados con los viajes 










A.
Hoteles y restaurantes










a.

Hostelería y alojamiento
□
■
□
□
□
□
■
□


b.
Suministro de comida
□
■
□
□
□
□
■
□


B.
Agencias de viajes y organización de viajes en grupo
□
□
◨
□
□
□
◨
□


C.
Servicios de guías de turismo
□
■
□
□
□
■
□
□


D.
Otros, exclusivamente:










a.

Arrendamiento o alquiler de automóviles 
□
■
□
□
□
□
■
□


b.
Alquiler de embarcaciones turísticas
□
■
□
□
□
□
■
□


c. 
Reservas informatizadas
□
■
□
□
□
□
■
□

10.
Servicios de esparcimiento y deportivos
−
−
−
−
−
−
−
−

11.
Servicios de transporte
−
−
−
−
−
−
−
−

12.
Otros servicios
−
−
−
−
−
−
−
−

a
La única fuente auténtica de información sobre estos compromisos es la Lista de compromisos específicos de Costa Rica que figura en los documentos GATS/SC/22 (15 de abril de 1994) y GATS/SC/22/Suppl.1 (26 de febrero de 1998).

b
Sólo se aplican a los servicios incluidos en la Lista de compromisos de Costa Rica.

Fuente:
Secretaría de la OMC.
53. La Lista de compromisos específicos de Costa Rica incluye exenciones al trato NMF para los sectores de servicios profesionales, de servicios de publicidad y de servicios de transporte por vía terrestre.
  En general, la Lista indica que para que un profesional extranjero pueda incorporarse al colegio profesional respectivo debe existir un tratado de reciprocidad vigente con su país de origen.  Además, en algunos casos los extranjeros deben comprobar que en su país de origen los costarricenses pueden ejercer la profesión en circunstancias análogas (véase la sección v) infra).  Los profesionales de los países miembros del Mercado Común Centroamericano (MCCA) están exceptuados del cumplimiento del requisito de residencia exigido para la incorporación al colegio profesional respectivo.

54. La Lista de compromisos específicos garantiza el permiso para prestar un servicio internacional de transporte remunerado de personas únicamente a empresas costarricenses o, a aquellas empresas cuyo capital esté integrado en un 60 por ciento como mínimo con aportaciones de centroamericanos naturales.  Se consideran empresas costarricenses aquéllas en las que por lo menos el 60 por ciento del capital pertenece a costarricenses.  La Lista condiciona al principio de reciprocidad el otorgamiento de permisos para realizar servicios internacionales de transporte remunerado de personas.  Los vehículos, remolques, contenedores y chasis extranjeros originarios de fuera del MCCA sólo pueden transportar mercancías que Costa Rica importe o exporte fuera de dicha área.  Otra exención al trato NMF consignada en la Lista se refiere a los acuerdos bilaterales de promoción y protección.

ii) Servicios financieros

a) Servicios bancarios y financieros

Estructura del mercado y resultados

55. En 1998, las actividades de intermediación financiera representaron el 3,6 por ciento del PIB costarricense (cuadro IV.6).  El Sistema Financiero Nacional (SFN), sujeto a la supervisión de la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), está conformado por los bancos estatales, los bancos privados, los bancos creados por ley especial (Banco Popular y BANVHI), la Caja de Ahorro y Préstamos de la ANDE, las empresas financieras no bancarias, las organizaciones cooperativas de ahorro y crédito y las mutuales de ahorro y préstamo para la vivienda.  Por otra parte el mercado de valores está sujeto a la fiscalización de la Superintendencia General de Valores (SUGEVAL).  El sector de pensiones, constituido por los regímenes generales de pensiones (invalidez, vejez y muerte), los regímenes especiales del sector público, los regímenes contributivos y obligatorios de pensiones complementarias y los regímenes contributivos voluntarios, está supervisado por la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 

56. El activo total del SFN al 30 de junio de 2000 ascendió a 2.210.917 millones de colones (alrededor de 7.173 millones de dólares EE.UU.), mostrando con respecto a junio del año anterior un incremento de un 6,5 por ciento en términos reales.  A pesar de las condiciones onerosas impuestas a los bancos privados para captar recursos, su participación en el mercado nacional ha aumentado progresivamente desde 1988, fecha en la que se rompió el monopolio en favor de los bancos estatales.  En junio de 2000, los activos de los bancos privados representaron el 25,7 por ciento del total de los activos del SFN (cuadro IV.8).  No existe información pública sobre la participación de capitales extranjeros en el sistema financiero costarricense, o sobre el número de bancos controlados por extranjeros.  Las autoridades señalaron que dicha información se encuentra clasificada como confidencial por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero.

57. Los bancos privados, sean propiedad de extranjeros o de nacionales, deben cumplir los mismos requisitos.  Con respecto a la propiedad de inversionistas individuales, la constitución de una entidad financiera debe llevarse a cabo conforme a los requisitos legales para establecer una sociedad anónima, la cual requiere al menos dos socios.  No existen porcentajes que regulen la propiedad de los inversionistas en la sociedad anónima,  En la actualidad existe un proyecto de ley en estudio por parte del sector financiero sobre Entidades Financieras que pretende reformar algunos aspectos del sistema financiero nacional.

58. El principal componente del activo del SFN lo constituye el crédito otorgado, el cual a fines de junio de 2000 representaba un poco más del 47 por ciento del total de los activos.  La mayor parte de los créditos otorgados entre junio de 1999 y junio de 2000 fue concedida en moneda extranjera, principalmente debido a que el costo del crédito en dólares EE.UU. es menor que en colones.  La mayor parte del saldo de la cartera de crédito otorgada por el SFN estaba en poder de los bancos estatales al concentrar aproximadamente el 42 por ciento del mismo, seguidos por los bancos privados (33 por ciento) y los bancos creados por ley especial (11 por ciento).

59. A junio del 2000, casi el 75 por ciento de las inversiones en títulos valores se encontraba en poder de la banca estatal, seguida por los bancos privados y los creados por ley especial (cuadro IV.8).  Las captaciones a plazo con el público continúan siendo la principal fuente de recursos del SFN (alrededor del 46 por ciento de los pasivos totales), seguidas en orden de importancia por los depósitos en cuenta corriente (17 por ciento) los depósitos y captaciones a la vista (casi el 12 por ciento).

Cuadro IV.8

Estructura del sistema financiero regulado por la SUGEF, junio de 2000


Bancos del Estado
Otros Bancos públicosa
Bancos privados y cooperativos
Empresas financieras no bancarias
Organizaciones cooperativas de ahorro y crédito
Entidades autorizadas del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda
Total del Sistema Financiero Nacional regulado








(millones de colones)

Activo total (% del total)
54,1
12,0
25,7
1,1
2,8
4,2
2.210.917 

 -
Créditos al día o con atraso de hasta 90 días
41,9
13,3
33,5
1,4
3,8
6,1
1.009.627

 -
Créditos con atraso mayor a 90 días
49,7
20,8
17,5
1,3
4,1
6,7
33.893

 -
Inversiones en títulos y valores netos
74,8
9,1
11,6
0,7
2,3
1,5
624.987 










Pasivo total  (% del total)








 -
Depósitos de ahorro a la vista
67,0
13,4
7,0
- 
4,1
8,5
201.740

 -
Captaciones a plazo con el público
63,2
6,8
19,6
1,5
2,3
6,6
890.858

 -
Obligaciones con entidades financieras del exterior
7,6
0,6
91,7
0,0
0,0
-
112.226

 -
Depósitos en cuenta corriente
73,8
-
26,2
-
-
- 
198.668










Morosidad mayor a 90 días/Cartera directa (%)
3,8
5,0
1,7
3,2
3,5
3,6
3,2c










Cartera (A + B)/Cartera Total (%)
92,3
93,5
97,9
95,5
96,0
96,5
94,9c










Colocaciones atrasadas/ Total (%)
17,7
30,7
5,6
13,0
16,0
32,8
15,8c










Colocaciones por sectores (% del total)
40,9
13,0
35,2
1,5
3,7
5,6
1.104.191

 -
Ganadería, caza y pesca
79,7
6,6
4,9
0,2
8,6
-
18.493

 -
Agricultura
64,4
2,0
30,5
0,5
2,6
-
61.413

 -
Industria
49,1
0,5
49,6
0,5
0,2
-
127.495

 -
Comercio
32,4
0,6
64,0
2,3
0,6
-
186.685

 -
Servicios
44,3
3,3
48,8
2,2
1,4
-
164.409

 -
Crédito personal
28,8
29,9
22,9
2,6
12,1
3,7
270.726

 -
Otros
45,0
19,4 
16,0
0,4
0,3
18,9
274.970










Número de institucionesb
3
3
22
16
27
4
75

a
Incluye los bancos creados por leyes especiales (el Banco de la Vivienda y el Banco Popular y de Desarrollo Comunal) y la Caja de Ahorros y Préstamos de la ANDE.

b
No incluye las otras entidades del mercado cambiario, los grupos financieros con actividades  offshore y los grupos supervisados por la Superintendencia General de Valores.

c
Porcentaje.

Fuente:
SUGEF, Boletín Financiero, junio de 2000.
60. Los sectores de bancos estatales y privados continúan mostrando la mayor participación en el total de pasivos, al absorber alrededor del 58 y 26 por ciento de dichas obligaciones.  Los niveles de riesgo exhibidos por la cartera de créditos de los bancos públicos son sensiblemente superiores a los de los bancos privados.  Asimismo, la cartera de créditos con atraso mayor a 90 días está concentrada en los bancos públicos.

61. La baja profundidad del sistema bancario costarricense, en particular el desarrollo limitado de servicios financieros competitivos, ha propiciado el crecimiento de actividades financieras a través de entidades pertenecientes a grupos financieros costarricenses con domicilio legal en el extranjero (Bahamas, las Islas Caimán, Montserrat y Panamá).  Los activos de los bancos costarricenses domiciliados en el exterior fueron estimados en el año 2000 en 1,4 veces superiores a los activos de los bancos con domicilio legal en Costa Rica.  Los requisitos que deben cumplir los bancos extranjeros domiciliados en el exterior que sean parte de un Grupo Financiero Nacional incluyen la presentación de estados financieros auditables (según Artículo 147 inciso d) de la Ley N° 7558), que deben remitirse tres meses después del cierre del ejercicio económico.  Dichos informes se solicitan para efectos de supervisión del Grupo Financiero Nacional y no se hacen del conocimiento público.

Marco normativo 

62. Las principales normas regulatorias del sistema financiero costarricense, del mercado de valores y de los regímenes de pensiones están enumerados en el cuadro IV.9.

Cuadro IV.9
Principales leyes del sector financiero incluido seguros

Nombre de la norma
Número
Fecha

Banco Nacional de Seguros
12
30 de octubre de 1924

Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional
1644
26 de septiembre de 1953

Ley de Asociaciones Cooperativas y creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo
4179
22 de agosto de 1968

Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal
4351
11 de julio de 1969

Utilidades netas por venta de bienes adjudicados en remate
4631
8 de agosto de 1970

Ley de Regulación de Sociedades Financieras de Inversión y de Crédito Especial de Carácter No Bancario
5044
7 de septiembre de 1972

Ley de Monopolio de Reaseguros a favor del Estado
6082
30 de agosto de 1977

Ley del Sistema Financiero Nacional para la Vivienda
7052
13 de noviembre de 1986

Ley sobre la Modernización del Sistema Financiero de la República
7107
4 de noviembre de 1988

Ley de Regulación de la Actividad de Intermediación Financiera de las Organizaciones Cooperativas
7391
27 de mayo de 1994

Régimen privado de Pensiones Complementarias y reformas de la Ley Reguladora del Mercado de Valores y del Código de Comercio
7523
7 de julio de 1995

Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica
7558
3 de noviembre de 1995

Reglamentos asociados




Reglamento para la constitución, el traspaso, el registro y el funcionamiento de los Grupos Financieros

29 de enero de 1998


Reglamento Operaciones Cambiarias

10 de octubre de 1998


Regulaciones de Política Monetaria

1° de junio de 1998


Reglamento para la supervisión auxiliar por parte del Banco Hipotecario de la Vivienda

27 de agosto de 1998

Ley Reguladora del Mercado de Valores
7732
17 de diciembre de 1997

Ley de Protección al Trabajador
7983
16 de febrero de 2000

Fuente:
Secretaría de la OMC.

63. Hasta fines de 1995, la Auditoría General de Entidades Financieras (AGEF) estaba encargada de fiscalizar el funcionamiento de todos los bancos, incluidos el Banco Central, las sociedades financieras de carácter no bancario y las demás entidades públicas o privadas involucradas en la prestación de otros servicios bancarios.  La nueva Ley Orgánica del Banco Central (Ley N° 7558) creó la SUGEF en sustitución a la AGEF.  La SUGEF es un órgano adscrito al Banco Central, como su predecesora, pero dotada de mayores poderes y autonomía administrativa mediante la institución de su propio Consejo Directivo.  Además, la nueva Ley Orgánica del Banco Central modificó el esquema de regulación ex post que se venía utilizando, impulsando un enfoque de supervisión prudencial ex ante, el cual pretende garantizar la transparencia, promover el fortalecimiento y fomentar el desarrollo del sistema financiero. 

64. Posteriormente, la Ley Reguladora del Mercado de Valores (Ley N° 7732) introdujo cambios en el sistema financiero bursátil.  Las funciones que ejercía el Consejo Directivo de la SUGEF quedaron a cargo del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF), el cual es común para las tres superintendencias encargadas de la supervisión y fiscalización de intermediarios financieros, mercado de valores y fondos de pensión, respectivamente la Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Valores y la Superintendencia de Pensiones.

65. La Ley Orgánica del Banco Central faculta a la SUGEF a realizar, entre otras, las siguientes funciones:  velar por la estabilidad, la solidez y el funcionamiento eficiente del sistema financiero;  fiscalizar las operaciones de las entidades bajo su control;  dictar las normas generales para el establecimiento de prácticas bancarias sanas;  establecer categorías de intermediarios financieros en función del tipo, tamaño y grado de riesgo;  asesorar a las entidades fiscalizadas;  y presentar informes de sus actividades de supervisión y fiscalización a la Junta Directiva del Banco Central.  Están sujetos a la fiscalización de la SUGEF y a las potestades de control monetario del Banco Central, los bancos públicos y privados, las empresas financieras no bancarias, las mutuales de ahorro y préstamo, las cooperativas de ahorro y crédito y las asociaciones solidaristas, así como toda otra entidad autorizada por ley para realizar intermediación financiera.

66. Por otra parte, la SUGEF está encargada de la supervisión de todo grupo financiero que posea al menos una empresa domiciliada en Costa Rica, que realice intermediación financiera.  En caso que el grupo financiero no posea empresas que realicen intermediación financiera, la fiscalización corresponde al órgano que en forma individual supervisa en Costa Rica a aquella empresa del grupo domiciliada en el territorio nacional propietaria de la mayoría de los activos.  En caso que las entidades financieras que forman parte del grupo no estén supervisadas por alguno de los órganos fiscalizadores establecidos, el CONASSIF determina a cual de los órganos le corresponde la supervisión.  Asimismo, el CONASSIF puede tomar en cuenta aspectos cualitativos para asignar la fiscalización a otro de los órganos supervisores.
  Aparentemente, a pesar de estas disposiciones, la supervisión de las operaciones realizadas por las entidades financieras mediante sus oficinas situadas en el exterior sigue siendo deficiente.  Buscando eliminar esta deficiencia, el CONASSIF ha realizado consultas con los intermediarios financieros sobre un proyecto de ley para reforzar la supervisión de las entidades financieras, que las autoridades esperaban presentar a la Asamblea Legislativa durante el primer trimestre de 2001. Las autoridades indicaron que el proyecto toma en cuenta las recomendaciones de Basilea en cuanto a suficiencia patrimonial consolidada ("capital adecuacy rules"), y sigue el modelo “por bloques” (que es uno de los modelos recomendados por este Comité de Basilea). 

67. Los bancos del Estado se benefician de condiciones favorables con respecto a sus competidores privados ya que cuentan con la garantía y la más completa cooperación del Estado y de todas sus dependencias e instituciones.  La Junta Directiva de cada uno de ellos está nombrada por el Consejo de Gobierno y su capital puede incrementarse por ley o por capitalización.  Los depósitos del público en los bancos estatales gozan del respaldo completo del Estado, mientras que los bancos privados no disponen de ningún tipo de seguro para proteger los depósitos del público.  Las autoridades señalaron que se estaba estudiando la posibilidad de crear un seguro de depósitos para los bancos privados. 

68. La Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional (Ley N° 1644 y sus reformas) establece que los bancos privados, de capital costarricense o extranjero, deben constituirse como sociedades anónimas o como uniones o federaciones cooperativas. Esto excluye, por lo tanto, la posibilidad de establecer sucursales extranjeras por cuanto las mismas se consideran parte de su matriz.  El capital de cada banco no puede ser menor a 100 millones de colones (alrededor de 300.000 dólares EE.UU.).  Dicho límite puede ser aumentado a discreción de la Junta Directiva del Banco Central.  Asimismo la Ley establece como se deben distribuir las utilidades de dichos bancos, estipulando en particular que el 10 por ciento de las utilidades netas deben destinarse a la formación e incremento de la reserva neta, y otro 10 por ciento a la constitución o el incremento del fondo de garantía y jubilaciones de los empleados del banco.  

69. Sólo los bancos, públicos o privados, están facultados para recibir depósitos y captaciones en cuenta corriente.  Sin embargo los bancos privados sólo pueden captar depósitos en cuenta corriente si cumplen los requisitos impuestos en cualquiera de los dos esquemas.  En virtud del primero, los bancos privados deben mantener un saldo mínimo de préstamos a la banca estatal equivalente a un 17 por ciento, una vez deducido el encaje correspondiente, de sus captaciones totales a plazos de 30 días o menos, tanto en moneda nacional como extranjera.  Los bancos estatales compensan a las entidades privadas por el uso de esos recursos pagando una tasa de interés igual al 50 por ciento de la tasa básica pasiva calculada por el Banco Central o de la tasa LIBOR a un mes.

70. Alternativamente, los bancos privados tienen que instalar por lo menos cuatro agencias o sucursales, dedicadas a prestar servicios bancarios básicos tanto de tipo pasivo como activo, distribuidas en las regiones de Chorotega, Pacífico Central, Brunca, Huetar Atlántico y Huetar Norte.  En este caso también es necesario mantener un saldo equivalente por lo menos un 10 por ciento de los depósitos, una vez deducido el encaje correspondiente de las captaciones totales a plazos de 30 días o menos, en moneda local y extranjera, en créditos dirigidos a programas de desarrollo definidos por el Poder Ejecutivo;  estos créditos deben colocarse a una tasa no mayor de la tasa básica pasiva calculada por el Banco Central en sus colocaciones en colones o a la tasa LIBOR a un mes para los recursos en moneda extranjera.

71. Los bancos comerciales, estatales o privados, pueden efectuar operaciones de crédito y hacer inversiones, entre otros, para los siguientes fines:

- financiar operaciones relacionadas con la producción agrícola, ganadera e industrial, o empresas nacionales de servicios de turismo, transporte y medios de información cuando éstas prueben que la propiedad mayoritaria es de costarricenses;

- financiar el almacenamiento de productos agrícolas, ganaderos o industriales, o de mercadería de importación o exportación, siempre que dichos productos o mercaderías estén asegurados a satisfacción del banco y que no sean bienes suntuarios;

- la ejecución de las operaciones normales basadas en las necesidades financieras del Estado y de las demás instituciones de derecho público hasta por un monto que no puede exceder, en conjunto, por cada banco del Estado, del 6 por ciento de su capital y sus reservas, y del 25 por ciento para cada banco privado, siempre y cuando su capital y sus reservas no superen el monto correspondiente al departamento comercial del menor de los bancos estatales, en cuyo caso los bancos privados deben regirse por lo establecido para los bancos del Estado;  

- financiar empresas que contraten con el Estado o con particulares, cuando éstas necesiten apoyo crediticio para competir con empresas extranjeras, siempre que demuestren que su capital social es propiedad de nacionales.

72. En paralelo a sus actividades comerciales, los bancos del Estado desempeñan un papel de bancos de desarrollo, estando facultados para mantener estructuras encaminadas a promover el crédito agrícola y el mejoramiento económico y social del pequeño agricultor.  Asimismo, cada banco  puede mantener una sección industrial encargada de fomentar la creación de nuevas ramas industriales y la ampliación de las ya existentes en el país.  Por otra parte los bancos del Estado deben fomentar la empresa familiar de artesanía por medio de préstamos no mayores a 50.000 colones destinados a fortalecer la pequeña industria costarricense.  Las tasas de interés aplicadas a los diferentes sectores por los bancos del Estado son por lo general inferiores a las aplicadas por los bancos privados (cuadro IV.10).

Cuadro IV.10

Tasas de interés reales activas y pasivas según sector, 1995-99 

Sector
1995
1996
1997
1998
1999

Activas reales por sector






Agricultura






   Bancos estatales
12,4
10,6
11,1
11,9
15,9

   Bancos privados
26,4
28,1
17,1
19,9
20,9

Ganadería






   Bancos estatales
12,4
12,6
11,5
11,9
16,1

   Bancos privados
28,4
28,1
17,8
19,9
20,2

Industria






   Bancos estatales
14,4
12,6
11,3
12,2
15,9

   Bancos privados
26,4
28,1
17,0
19,9
20,2

Vivienda






   Bancos estatales
7,4
10,1
8,3
12,4
14,8

   Bancos privados
26,4
26,1
16,1
20,3
20,2

Otras actividades






   Bancos estatales
16,9
17,1
13,2
15,1
21,2

   Bancos privados
29,4
28,1
17,6
20,4
21,6

Fuente:
Proyecto Estado de la Nación (1999), Estado de la Nación en Desarrollo Humano Sostenible, V informe, San José.

a) Servicios de seguros

73. Las principales regulaciones de la actividad de seguros en Costa Rica son la Ley de Monopolios y del Instituto Nacional de Seguros (Ley N° 12) y la Ley de Monopolio de Reaseguros (Ley N° 6082).  Desde 1924, Costa Rica mantiene un monopolio estatal, en manos del Instituto Nacional de Seguros (INS), para todos los tipos de seguros, incluidos reaseguros y seguros relacionados con actividades de importación y exportación, con la única excepción de los contratos concertados por las compañías de seguros de vida constituidas como cooperativas o mutualidades.  A diferencia de las otras actividades de servicios financieros, la actividad de seguros no cuenta con un organismo específico de control.  Esta ausencia de supervisión se ha justificado por la naturaleza estatal del INS;  sin embargo, otras actividades estatales están sujetas a controles, por ejemplo la actividad bancaria por parte de la SUGEF o los servicios públicos por parte de la ARESEP (véase el capítulo III.4) ii)).

74. En 1999, las actividades de financiación de planes de seguros y de pensiones, excepto los planes de seguridad social de afiliación obligatoria, representaron un 0,8 del PIB total (cuadro IV.6).
 Al mes de noviembre de 2000, los activos totales del INS alcanzaron 228 billones de colones (alrededor de 720 millones de dólares EE.UU.), de los cuales 114 billones correspondieron a inversiones transitorias y 28 billones a colocaciones en el sector de la vivienda.  Las reservas técnicas sumaban 123 billones de colones.  En 2000, las utilidades totales alcanzaron 6.129 millones de colones, de los cuales 1.186 millones correspondieron a la actividad de seguros y 5.085 a inversiones transitorias.  Los seguros de riesgos del trabajo y seguros personales fueron las principales ramas que generaron utilidades en el año 2000.  Los reaseguros generaron pérdidas por cerca de 17 millones de colones, mientras que los seguros agropecuarios en conjunto perdieron 81 millones de colones. 

75. La distribución de los seguros ha experimentado un cambio significativo durante los últimos seis años, al aumentar considerablemente la participación de las comercializadoras.  En el año 2000, la participación de los intermediarios en la colocación de los diferentes productos del INS fue la siguiente:  empresas comercializadoras de seguros, 69 por ciento; agentes independientes, 23 por ciento;  seguros del Estado, 5 por ciento;  y ventas directas del INS, 3 por ciento. 

76. Según las autoridades, una serie de problemas afligen al mercado de seguros en Costa Rica, incluyendo el alto costo y la poca variedad de los servicios en comparación con los prevalecientes en mercados más competitivos, la ausencia de un organismo de control especializado y de auditorías externas de los resultados financieros, el escaso desarrollo de los seguros como instrumento de fomento del ahorro nacional, y las distorsiones generadas por las inversiones del INS, las cuales responden a las necesidades de financiamiento del sector público y no a criterios de rentabilidad.  Por otra parte, socavando el monopolio estatal, varias empresas extranjeras privadas operan en Costa Rica, vendiendo en forma informal seguros personales, generalmente en el campo de los seguros de vida, de gastos médicos, y de accidentes de personas.  Dichos productos son vendidos, no como seguros, sino como servicios en el campo de la salud y similares.  El INS procura informar al público sobre los riesgos de contratar con empresas no radicadas en el país y, por lo tanto, fuera de la jurisdicción costarricense. 
77. El Gobierno ha llevado a cabo un proceso de concertación nacional con la finalidad de establecer un diagnóstico del mercado de seguros y fomentar propuestas de reformas.  El proyecto de reformas se encuentra en análisis de la Comisión Legislativa de Asuntos Económicos.  Por otra parte, el INS hace gestiones ante las autoridades nacionales para que se conozcan los aspectos relacionados con la creación de un Órgano Superior que se propone para el ordenamiento y regulación del mercado asegurador. 
iii) Servicios de comunicaciones

a) Telecomunicaciones

Estructura del mercado

78. En 1999, el sector de telecomunicaciones representaba el 1,9 por ciento del PIB total y empleaba al 0,6 por ciento de la población activa total (cuadro IV.6).  A diciembre de 2000, la capacidad instalada del Sistema Nacional de Telecomunicaciones alcanzaba 983.358 líneas fijas, que representaban una densidad de 26 líneas fijas por cada 100 habitantes.  El grado de digitalización de las mismas era del 78 por ciento.  Por otra parte, Costa Rica contaba con dos sistemas para servicios celulares y la densidad de servicios celulares activados alcanzaba a 5,5 por cada 100 habitantes.  En cuanto a teléfonos públicos, el país contaba con 13.868 unidades, lo cual representaba un porcentaje de 3,6 aparatos por cada 1000 habitantes.  La densidad telefónica de la denominada Gran Área Metropolitana era de 34 líneas fijas instaladas por cada 100 habitantes, y para el resto del país de 15 líneas fijas por cada 100 habitantes.
79. Con respecto a la gama de servicios prestados, la compañía estatal Instituto Costarricense de Electricidad (ICE), a través de sus empresas subsidiarias, tiene a su cargo la prestación de servicios telemáticos, así como los nuevos servicios de portadores.  Los servicios de fax están a cargo de la empresa Radiográfica Costarricense S.A. (RACSA).  En los últimos años la infraestructura telefónica ha mostrado un acelerado desarrollo del uso de la tecnología digital, alcanzando, en 1998, más del 67 por ciento de las líneas instaladas.  

80. Sin embargo, la expansión en años recientes de la instalación de líneas telefónicas no ha sido suficiente para cubrir la demanda de este servicio. En diciembre de 2000, la lista de espera por servicios convencionales ya pagados por los clientes ascendía a 25.000 solicitudes;  además, otros 89.000 habían expresado su interés en adquirir una línea telefónica.  Asimismo, había demanda insatisfecha para servicios móviles.

81. La calidad de los servicios también es problemática, siendo el promedio de las llamadas completadas del 52 por ciento para llamadas nacionales, el 51 por ciento para llamadas celulares, y el 60 por ciento para llamadas internacionales.  En 2000, la cantidad de averías reparadas  por cada 100 líneas telefónicas instaladas alcanzó una cifra de 73,2.  El porcentaje de averías atendidas en menos de 24 horas llegó al 69 por ciento. 
Marco normativo

82. El establecimiento y la explotación de los servicios de telecomunicaciones nacionales e internacionales está a cargo del ICE, el cual es una institución autónoma del Estado.  El ICE fue creado mediante el Decreto Ley N° 449 de 8 de abril de 1949 con la finalidad de desarrollar las fuentes productoras de energía y encauzar el aprovechamiento de la energía hidroeléctrica (véase la sección 3)).  En 1963, se promulgó la Ley N° 3226 mediante la cual se facultó al ICE para establecer y operar servicios de telecomunicaciones.  La máxima autoridad jerárquica del ICE corresponde a un Consejo Directivo, el cual está formado por siete miembros nombrados por el Poder Ejecutivo por un período de ocho años.  El ICE goza de exclusividad para los servicios de telecomunicaciones tanto nacionales como internacionales.  No existen en Costa Rica redes privadas con concesión para ofrecer servicios públicos de telecomunicaciones.

83. El Grupo del ICE, incluye además del ICE, RACSA y la Compañía Nacional de Fuerza y Luz S.A. (CNFL).  En un inicio RACSA concentró sus operaciones en los servicios de telegrafía y télex, incrementando su participación en la solución de necesidades de sus clientes de acuerdo con el avance tecnológico y la demanda del mercado, por lo que además de las telecomunicaciones escritas y los servicios de valor agregado, ha abarcado servicios en los campos de las comunicaciones y de la tecnología de la información (Internet).

84. Las tarifas están sujetas a aprobación y fiscalización por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP, véase el capítulo III.4) ii)).  Para su aprobación, la ARESEP toma en cuenta las estructuras productivas del modelo para cada servicio público, la tecnología utilizada, la actividad de que se trate y el tamaño de la empresa.  Los criterios de equidad social, sostenibilidad ambiental, conservación de la energía y eficiencia económica son elementos centrales para fijar las tarifas, precios y tasas de los servicios públicos.  El costo de las llamadas locales se define en término de impulsos, mientras que el costo de las llamadas internacionales se calcula considerando la duración en minutos de cada llamada.  Para ambos tipos de llamadas existen tarifas diferenciadas en función del horario de las llamadas, de manera que los precios se reducen si las llamadas se efectúan en fin de semana o durante las noches de lunes a viernes.  Aparentemente en la práctica se hace considerable uso de subsidios cruzados, incluyendo el subsidio de llamadas locales por servicios internacionales.  Las autoridades señalaron que las tarifas por llamadas internacionales siguen relativamente altas en comparación con otros países, a fines de 2000 la tarifa promedio de las llamadas internacionales era de 0,54 dólares EE.UU. por minuto.

85. A principios de 2000, las autoridades trataron de  impulsar propuestas para la apertura del sector de las telecomunicaciones, en particular mediante un proyecto de Ley General de Telecomunicaciones.  Sin embargo, ante la oposición y finalmente el rechazo de parte de la sociedad costarricense, este proyecto tuvo que ser retirado y en su lugar se creó una Comisión para estudiar las diferentes opciones para reformar ambos sectores.  La Comisión está compuesta por el sindicato, la sociedad civil y los diferentes partidos políticos.  El proyecto de ley incluía la creación de un ente regulador autónomo (IRETEL) encargado en particular de regular y supervisar la interconexión entre operadores de telecomunicaciones, el reordenamiento del espectro radioeléctrico mediante el otorgamiento de concesiones de uso de las frecuencias para usos específicos, y la creación de un Fondo de Servicio Universal de las Telecomunicaciones con el objetivo de fomentar el desarrollo y la operación de los servicios de telecomunicaciones acorde con el principio de acceso de servicio universal.

86. El proyecto de Ley General de Telecomunicaciones preveía una apertura del mercado de las telecomunicaciones por etapas:  (i) a partir de la vigencia de dicha Ley, libre competencia para la venta y adquisición de equipos terminales y para los servicios de valor agregado;  (ii) a los 18 meses de la entrada en vigencia de la Ley, licitación para adjudicar la concesión de una banda de telefonía móvil celular;  (iii) a los 24 meses de la entrada en vigencia de la Ley, licitación para adjudicar la concesión de servicios finales de telefonía locales a diferentes operadores;  y (iv) a partir del 31 de diciembre de 2002, el IRETEL hubiera iniciado los procesos licitatorios para los servicios finales internacionales, los servicios portadores y los servicios de telefonía personal.

a) Servicios audiovisuales

87. Los servicios audiovisuales en Costa Rica están regulados por la Ley de Radio y Televisión (Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954), el Reglamento para la aprobación de Radiodifusoras de Televisión de 29 de octubre de 1958, el Reglamento de las estaciones inalámbricas de 11 de diciembre de 1956 y sus Reformas de 12 de mayo de 1981.

88. La normativa costarricense contempla limitaciones importantes del principio de trato nacional.  Sólo los ciudadanos costarricenses, o las compañías cuyo capital pertenezca a costarricenses en no menos de un 65 por ciento pueden establecer, manejar y explotar empresas de servicios inalámbricos.  Sin embargo, para el establecimiento y funcionamiento de estaciones de radioaficionados se puede conceder derecho al extranjero con residencia en Costa Rica siempre que en su país de origen se conceda el mismo derecho a ciudadanos costarricenses.  Las licencias de radiodifusión las otorga el Departamento de Control de Radio del Ministerio de Gobernación. 

89. Las restricciones aplicadas a las programaciones de radio, televisión y cine incluyen las siguientes:  sólo se pueden radiodifundir anuncios grabados o doblados por locutores costarricenses;  los anuncios en tonadas (jingles) grabados en el extranjero están sujetos a un impuesto de 1.000 colones por cada uno que se trasmita;  solamente el 30 por ciento de los anuncios comerciales filmados proyectados diariamente en cada estación de televisión o sala de cine puede ser de procedencia extranjera;  la importación de cortos comerciales de fuera del Mercado Común Centroamericano (MCCA) está sujeta a un impuesto del 100 por ciento de su valor, que en ningún caso puede ser inferior a 10.000 colones o superior a 50.000 colones (los cortos comerciales de radio, cine o televisión confeccionados en cualquiera de los otros países del MCCA con los que haya reciprocidad en esta materia se considerarán como nacionales);  el número de programas radiales y radionovelas grabadas en el extranjero radiodifundidas diariamente por cada radioemisora no puede exceder del 50 por ciento;  el número de programas filmados o grabados en vídeo en el extranjero no puede exceder del 60 por ciento del total de programas proyectados diariamente. 

iv) Transportes

a) Transporte aéreo

Estructura del mercado y resultados

La red de aeropuertos de Costa Rica consta de cuatro aeropuertos internacionales y de un total de 113 aeródromos, de los cuales 80 son de uso público y 33 privados.  Los aeropuertos clasificados como internacionales son el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría; el Aeropuerto Internacional Daniel Oduber Quirós; el Aeropuerto Internacional de Limón;  y el Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños Palma.  El Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, ubicado a pocos minutos de la capital, es el más importante y el principal receptor del turismo internacional;  en 1999 ese aeropuerto 

90. concentró el 84 por ciento del total del tráfico nacional y el 97 por ciento del tráfico internacional de pasajeros.  También concentró el tráfico de carga, en 1999 unas 33.489 toneladas de mercancías habiendo sido descargadas y unas 46.745 toneladas exportadas.  El aeropuerto Daniel Oduber Quirós, ubicado en la provincia de Guanacaste, constituye la principal puerta de entrada a los recursos turísticos de la Costa Pacífica, mientras que el Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños Palma, ubicado en las afueras de la capital, en la práctica sirve básicamente al tráfico local.  Entre 1995 y 1999, el tráfico nacional de pasajeros aumentó a una tasa media anual del 12,7 por ciento, mientras que el tráfico internacional de pasajeros lo hizo a una tasa del 6,5 por ciento.  Durante el mismo período, el volumen total de la carga manipulada decreció a una tasa media anual de alrededor del 1,7 por ciento. 
91. A fines de 2000, diecisiete aerolíneas ofrecían servicios internacionales de pasajeros, carga y correo, provenientes principalmente de los Estados Unidos, Centroamérica y Europa.  Por otra parte, los vuelos chárter con turismo receptivo juegan un importante papel en la temporada alta durante los meses de noviembre a abril;  provienen principalmente de Europa, el Canadá, los Estados Unidos y México;  dichos vuelos son efectuados por unas ocho empresas.

Marco reglamentario

92. La aviación civil en Costa Rica se rige por la Ley General de Aviación Civil (Ley N° 5150 de 14 de mayo de 1973) y por los tratados y convenios internacionales vigentes en el país.  El Consejo Técnico de Aviación Civil y la Dirección General de Aviación Civil, adscritos al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, constituyen los órganos competentes en todo lo referente a la regulación y control de la aviación civil dentro del territorio de la República.  La inspección, supervisión, y control de la circulación aérea, así como el Registro Aeronáutico Costarricense, están a cargo de la Dirección General de Aviación Civil (DGAC).  Asimismo todos los aeródromos y aeropuertos civiles del país están sujetos al control, inspección y vigilancia de la DGAC.  Toda aeronave civil inscrita en el Registro Nacional de Aeronaves tiene nacionalidad costarricense.  Las aeronaves destinadas al transporte de pasajeros o cualquiera otra actividad aeronáutica por remuneración únicamente puede ser inscrita en nombre de personas físicas o jurídicas costarricenses.  Los extranjeros residentes en Costa Rica pueden inscribir aeronaves únicamente para uso privado.

93. Las atribuciones de la DGAC incluyen el control de los servicios auxiliares de la navegación aérea.  Cuando conviene al interés público, el Consejo Técnico de Aviación Civil puede contratar directamente la prestación de dichos servicios u otorgar permisos a empresas costarricenses que no persigan fines de lucro.

94. Sólo las personas naturales o jurídicas costarricenses pueden inscribir en el Registro Aeronáutico Costarricense aeronaves destinadas a servicios de transporte público o de trabajos aéreos por remuneración.  Existe una compañía con estatuto de línea aérea nacional de transporte internacional, Líneas Aéreas Costarricenses Sociedad Anónima (LACSA), la cual se rige por la Ley General de Aviación Civil y sus Reglamentos.  Cuando una empresa extranjera solicita un certificado de explotación, se debe tomar en cuenta a la línea aérea de bandera nacional.  El artículo 179 de la Ley General de Aviación Civil establece que se trata de empresas con bandera nacional aquellas donde el 51 por ciento del capital es costarricense.
95. No se otorgan a proveedores extranjeros certificados de explotación para servicios públicos aéreos si el Estado de origen del solicitante no le ha otorgado la autorización respectiva para que efectúe el servicio internacional propuesto, o no le brinda reciprocidad a empresas costarricenses.  Tampoco se otorgan dichos certificados a empresas extranjeras cuando la autorización del servicio es contraria a los intereses nacionales o a los convenios internacionales suscritos por Costa Rica.  A fines de 2000, ninguna empresa extranjera proveía algún tipo de servicio aéreo en Costa Rica, diferentes a aquellos de operación de líneas con destinos internacionales.

96. Las tarifas para el transporte aéreo de personas o mercancías, dentro o fuera del país, deben ser conocidas y aprobadas por el Consejo Técnico de Aviación Civil.  Ninguna compañía que opere en Costa Rica puede cobrar sumas o cantidades diferentes de las aprobadas en sus tarifas oficiales.  Para la fijación y aplicación de tarifas el Consejo toma en consideración, entre otros, el interés público de garantizar al transporte su ejecución adecuada, eficiente y con la máxima protección de seguridad posible, la obtención del menor costo del servicio compatible con las ventajas y condiciones inherentes al mismo, sus efectos en el volumen de tráfico, la índole y calidad del servicio, el margen de utilidad que debe reconocerse a las empresas, y las diferencias de capacidad económica de las empresas que prestan el servicio internacional, pudiendo aprobar tarifas con una diferencia hasta del 20 por ciento entre las tarifas propuestas por compañía subdesarrollada y las plenamente desarrolladas económicamente y estableciendo un 20 por ciento más a las tarifas de todo transporte que se realice en aeronaves de retropropulsión.  Sin embargo, las autoridades señalaron que el Departamento de Transporte Aéreo de Aviación Civil no diferencia en la práctica entre empresas subdesarrolladas y las plenamente desarrolladas económicamente y, por lo tanto, no ha definido criterios al respecto.

97. Las tarifas aplicables en la aviación agrícola, así como las concernientes a los servicios suministrados por propietarios u operadores particulares de cualquier servicio aeronáutico, también deben ser conocidas y aprobadas por el Consejo Técnico de Aviación Civil.  Por otra parte, las tarifas, rentas o derechos aplicables a toda clase de servicios e instalaciones aeroportuarias propiedad del Estado, suministradas directamente por delegación del Estado y administradas por la DGAC, son fijadas directamente por el Consejo Técnico de Aviación Civil y aprobadas por el Poder Ejecutivo.

98. Las personas físicas o jurídicas costarricenses son las únicas que tienen derecho a explotar servicios aéreos locales de transporte público, ya sean éstos servicios regulares o no regulares.  Además deben reunir los siguientes requisitos:  por lo menos el 51 por ciento de su capital debe pertenecer a costarricenses; el control efectivo de la empresa y la dirección de la misma debe estar igualmente en manos de costarricenses, no pudiendo formar parte de la Junta Directiva ningún extranjero.

99. Las empresas extranjeras de transporte aéreo internacional que operan en Costa Rica deben acreditar permanentemente en el país un representante con poder generalísimo suficiente para poder atender los negocios de su compañía.  Además, la Ley General de Aviación Civil establece en su artículo 145 que si fuere una empresa extranjera la que solicitare el certificado de explotación para transporte aéreo, deberá indicar que se sujeta expresamente a las disposiciones de la ley y la jurisdicción de las autoridades costarricenses en el caso de daños a pasajeros, a la carga o equipaje facturado, o a las personas o bienes de terceros en la superficie, con renuncia expresa de acudir a la vía diplomática.
100. Costa Rica ha enfrentado un acelerado proceso de intercambio aerocomercial con otros países, que dieron como resultado la firma de un “acuerdo de cielos abiertos” con los Estados Unidos, que incluye una cláusula para la aplicación de operaciones de código compartido a través de la cual se espera lograr una mayor apertura en los servicios de transporte aéreo.  Asimismo, el Gobierno ha emprendido negociaciones para la firma de otros acuerdos de cielos abiertos con países del Caribe y Sur América. Otros acuerdos de transporte aéreo, no tan amplios, han sido firmados con Alemania, España, los Países Bajos y el Reino Unido, desde cuyos países operan líneas aéreas sin que Costa Rica  haya podido hacer efectivo el principio de reciprocidad real y efectiva  al no disponer de equipo para emprender vuelos transatlánticos.

101. Asimismo, Costa Rica ha negociado acuerdos de transporte aéreo con varios países suramericanos, como la Argentina, Bolivia, el Brasil, Colombia, el Ecuador y Venezuela;  con países norteamericanos,  además de los Estados Unidos, con el Canadá y México;  y con países del Caribe, como Aruba, Cuba, y la República Dominicana.  En el continente asiático, únicamente con el Taipei Chino.

102. En cuanto a los procesos de privatización aeroportuaria, a principios de 2000 Costa Rica estaba en el proceso de transición para  la concesión de los servicios aeroportuarios del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, a través de una figura de "gestión interesada”.  Mediante esta figura se procura concesionar la administración, operación y desarrollo de esa terminal aérea, incluida la financiación y construcción de las obras requeridas para satisfacer la demanda actual y futura de acuerdo a el Plan Maestro de dicho aeropuerto.

a) Transporte marítimo

103. La infraestructura portuaria se divide acorde a la geografía del país en dos vertientes, los puertos del litoral pacífico a cargo del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (INCOP) y los de la vertiente atlántica a cargo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica (JAPDEVA).  El puerto de Punta Morales, sobre el litoral pacífico, el cual sirve para la carga de azúcar y de derivados del alcohol está administrado por la Liga Agrícola Industrial de la Caña de Azúcar (LAICA).  El complejo portuario Limón-Moín, administrado por JAPDEVA, es el más importante del país.  En 1998 el total de la carga exportada e importada por dicho complejo se elevó a 6,7 millones de toneladas.

104. JAPDEVA es una institución autónoma del sector público con carácter de empresa de utilidad pública.  Esta Junta es la autoridad portuaria encargada de construir, administrar, conservar y operar el puerto actual de Limón y su extensión a Cieneguita, así como otros puertos marítimos y fluviales de la Vertiente Atlántica.  Como autoridad portuaria, sobre esa vertiente le corresponde realizar la planificación y construir las obras e instalaciones portuarias, mejorar, mantener, operar y administrar los servicios e instalaciones que estén a su cargo, recibir y controlar directamente los buques que entren o salgan de los puertos, recibir, trasladar, almacenar, custodiar y entregar dentro de la zona portuaria las mercancías que se embarquen o desembarquen, cooperar con las autoridades fiscales, de migración y sanidad para el desempeño de sus respectivas funciones, coordinar las actividades portuarias y de transporte que le son conexas, y tramitar las solicitudes de concesión. 

105. Para explotar el servicio de cabotaje en forma regular y permanente, es indispensable obtener una concesión de derecho de línea del Ministerio de Seguridad Pública.  Se exceptúan los servicios extraordinarios o de excepción, como viajes expresos de carga y pasajeros, y excursiones, los cuales se pueden efectuar libremente, dando previo aviso a la Capitanía de Puerto.  Las concesiones de servicio de cabotaje sólo se otorgan a ciudadanos costarricenses o a sociedades constituidas en Costa Rica, cuyo capital debe estar controlado por costarricenses que posean por lo menos el 60 por ciento de las acciones.  Dichas concesiones se otorgan por períodos de seis años.

106. El registro de buques es obligatorio;  únicamente pueden registrar buques los ciudadanos costarricenses, entes públicos nacionales, las empresas constituidas y domiciliadas en Costa Rica y los representantes navieros.  Para inscribir un buque en Costa Rica se requieren presentar, entre otros, los documentos que comprueben la propiedad de la nave;  los nombres, calidades y dirección del propietario;  certificados expedidos por la sociedad clasificadora de buques (para aquellos buques de altura o mayores de 50 toneladas);  certificado de material de seguridad y su número de pasajeros;  lugar y fecha de construcción de la nave;  clase;  servicio al cual se va a dedicar;  y cualquier otro dato o documento que la Dirección y las Capitanías de Puerto estimen conveniente.  

107. Las naves registradas en Costa Rica tendrán derechos según la clase en la cual se registren, es decir, cabotaje, turismo o recreo.  Las autoridades indicaron que todas las naves tienen derecho a circular libremente por las aguas nacionales siempre y cuando cumplan los requisitos de seguridad y protección de la vida.  También puntualizaron que la ley no indica que se aplique el principio de reciprocidad.  Costa Rica ha suscrito varios convenios internacionales en el campo marítimo (cuadro IV.11)

Cuadro IV.11

Convenios marítimos suscritos por Costa Rica

Convenio de la Organización Marítima Internacional
Ley 6478 de 25 de septiembre de 1980

Código de Conducta de las Conferencias Marítimas
Ley 6074 de 12 de julio de 1977

Convenio 145 sobre la continuidad del empleo de la gente de mar
Ley 6548 de 18 de marzo de 1981

Convenio 134 prevención de los Accidentes del Trabajo de la gente de Mar
Ley 5851 de 9 de diciembre de 1975

Convenio 112 relativo a la Edad Mínima de Admisión al Trabajo de los Pescadores
Ley 3344 de 5 de agosto de 1964

Convenio 147 sobre las Normas Mínimas de la Marina Mercante
Ley 6549 de 18 de marzo de 1981

Convenio Internacional para la unificación de ciertas reglas relacionadas con el Embargo Preventivo de buques en Alta Mar
Ley 1800 de 30 de septiembre de 1954

Convenio Internacional sobre Responsabilidad Civil Nacida de Daños Debidos a Contaminación por Hidrocarburos
Ley 7627 de 26 de septiembre de 1996

Convenio sobre la Prevención de la Contaminación del Mar por Vertimiento de Desechos y Otras Materias
Ley 5566 de 26 de agosto de 1974

Fuente:
Secretaría de la OMC, en base a información proporcionada por las autoridades costarricenses.

108. Los puertos no pueden ser propiedad de empresas privadas y/o extranjeras. La fijación de tarifas de todos los servicios marítimos en los puertos nacionales es competencia de la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos (véase el capítulo III.4) ii)).

109. Según las autoridades, la infraestructura portuaria en Costa Rica enfrenta serios problemas entre los cuales destacan los costos de operación y desalmacenaje muy por encima de los estándares internacionales, las utilidades inadecuadas para generar fondos para inversiones en infraestructura, las tarifas que no reflejan los costos de operación, el aumento de los costos de administración portuaria ligados a la obligación de JAPDEVA de atender asuntos relacionados con el desarrollo regional y los lapsos de desembarque muy extensos debidos a que el tiempo de espera de la embarcación en el atracadero es más del 40 por ciento del total del tiempo de estadía en el puerto.

110. En 1995 las autoridades elaboraron un Plan Nacional de Desarrollo Portuario estableciendo una serie de propuestas sobre la gestión portuaria y el desarrollo posterior de la infraestructura con mecanismos como la concesión de obras y servicios públicos.  Asimismo se propuso un plan de reestructuración de la organización portuaria simplificando las estructuras y estableciendo el uso de operadores de terminales y empresas portuarias que prestarían servicios de estiba y otros mediante licencias.  Como resultado, las operaciones de estiba en el puerto de Limón-Moín fueron dadas en concesión a operadoras privadas. También se iniciaron procesos de concesiones para terminales de contenedores y/o proyectos de puertos nuevos BOT (“Built Operate Transfer”) que hasta fines de 2000 no se habían realizado.  Las principales inversiones siguen siendo del Estado y no se ha logrado el ingreso de capital y de operadores portuarios extranjeros. 

111. En 1999 se estableció el Consejo Portuario Nacional, ente adscrito al Ministerio de Obras Públicas y Transportes que agrupa todas las organizaciones portuarias nacionales, y se inició el Programa de Modernización Portuaria con el apoyo del Banco Mundial.  Dicho programa está fundamentado en el fomento de la participación y de la inversión privada. 

v) Servicios profesionales

112. El ejercicio de algunas profesiones está reservado total o parcialmente a los integrantes de los Colegios Profesionales respectivos.  Los extranjeros pueden inscribirse en dichos Colegios, aunque en general tienen que cumplir requisitos adicionales a los aplicados a los costarricenses.  Es importante señalar que parte de las discriminaciones establecidas en dichas regulaciones podrían ser consideradas inconstitucionales.  Sin embargo, hasta que cada una no haya sido recurrida ante la Sala Constitucional, podrán seguir aplicándose (véase el capítulo II.3)).  A continuación se enumeran las principales limitaciones al principio de trato nacional vigentes para algunas profesiones.

113. El ejercicio de la profesión de periodista está reservado a los miembros incorporados al Colegio de Periodistas de Costa Rica.  Además de cumplir con los requisitos aplicables a los costarricenses, los extranjeros que quisieran incorporarse a dicho Colegio deben demostrar la reciprocidad de los tratados y leyes vigentes entre el país del solicitante y Costa Rica, haber residido legalmente en Costa Rica en forma consecutiva durante los últimos cinco años, obtener un permiso de trabajo otorgado por las autoridades costarricenses correspondientes, presentar una comunicación del Servicio Nacional de Empleo, en que conste que el empleado interesado ha llenado todos los requisitos solicitados por ese Servicio, y presentar cualquier otra información pertinente a juicio de la Junta Directiva de dicho Colegio.  Cuando ocurran en el país actos de importancia internacional, a juicio del Colegio, éste puede autorizar a periodistas extranjeros no residentes a cubrir los actos para los medios del exterior que representan.  Estas autorizaciones tienen un límite máximo de un mes.  Las autoridades de migración de los puestos de entrada del país deben comunicar al Colegio, dentro de las 24 horas siguientes, todo ingreso al país de personas con identificación de periodista.

114. Para su inscripción en el Colegio de Cirujanos Dentistas, los extranjeros deben cumplir con los requisitos aplicados a los costarricenses y adicionalmente dar constancia de haber residido en el país, en forma estable y permanente por cinco años o más, antes o después de su estudio profesional.  Los dentistas extranjeros casados con costarricenses, con dos o más años de matrimonio, no necesitan cumplir con este requisito.  Además de llenar los requisitos anteriores, los odontólogos extranjeros, deben comprobar, mediante certificación actualizada, que en su país de origen los costarricenses pueden ejercer su profesión en circunstancias análogas.

115. Para ejercer la profesión de Contador Público, los ciudadanos extranjeros deben haber residido permanentemente en Costa Rica durante los cinco años anteriores a la presentación de los demás requisitos exigidos a los ciudadanos costarricenses.  Además, sólo pueden ejercer dicha profesión los ciudadanos de países con los cuales Costa Rica mantiene un convenio de reciprocidad para el ejercicio de la Contaduría Pública, a condición de que dentro de los dos años siguientes a su incorporación al Colegio obtengan la nacionalidad costarricense.

116. Para obtener la inscripción en el Colegio de Médicos y Cirujanos, los costarricenses como los extranjeros deben, entre otros requisitos, comprobar haber residido en el país por cinco años o más, antes o después de haber realizado los estudios profesionales, y haber desempeñado durante un año el Servicio Sanitario en el país.  Además de llenar los requisitos aplicables a los costarricenses, los médicos extranjeros deben comprobar que en su país de origen los costarricenses pueden ejercer la profesión en circunstancias análogas.  Sin embargo, los médicos extranjeros con dos años o más de matrimonio con costarricenses y que residan en el país pueden obtener la inscripción en el Colegio cumpliendo los requisitos exigidos para los costarricenses, excepto el de residir cinco años en Costa Rica.

117. Para ejercer la profesión de optómetra es necesario estar inscrito en el Colegio profesional respectivo.  Los extranjeros, además de cumplir los requisitos aplicables a los costarricenses, deben comprobar que en su país de origen los costarricenses pueden ejercer en circunstancias análogas.  

118. Los químicos o ingenieros químicos que ingresen al país para realizar trabajos temporales de asesoría profesional en organismos de derecho público o de derecho privado pueden incorporarse al Colegio Federado de Químicos o Ingenieros Químicos de Costa Rica como miembros temporales.  Sin embargo, sólo pueden ejercer su actividad profesional en el establecimiento expresamente autorizado por la Junta Directiva General del Colegio.

Anexo IV.1  La actividad bananera en Costa Rica
119. La actividad bananera ha sido por muchos años la principal fuente de ingreso de divisas de Costa Rica, pero su peso relativo en las exportaciones totales ha disminuido a medida que se han desarrollado las exportaciones manufactureras.  Durante 1999, las exportaciones bananeras sumaron 116.559.677 cajas (de 18,14 kg) por un valor total f.o.b. de 631,8 millones de dólares EE.UU., o poco menos del 10 por ciento de las exportaciones totales de bienes.  La actividad bananera empleaba en 1999 a unos 32.700 trabajadores.  La comercialización de la producción bananera costarricense recae principalmente en tres compañías:  la Banana Development Co. (BANDECO), la cual en 1999 comercializó el 32,4 por ciento de las exportaciones totales;  la Standard Fruit Co. con una participación del 30,2 por ciento;  y la Compañía Bananera Atlántica (COBAL), cuyas exportaciones representaron el 18,4 por ciento del total.  El resto de la producción se reparte entre pequeñas comercializadoras, la mayoría en manos de capital costarricense. 

120. En Costa Rica, las plantaciones bananeras están clasificadas en propias e independientes, en función de la composición de su capital social.  Las fincas propias son aquellas cuyo capital está mayoritariamente en manos de las comercializadoras de origen extranjero, mientras las fincas independientes son aquellas cuyo capital está en manos de costarricenses o de extranjeros con más de cinco años de residencia en Costa Rica.  En 1999, las exportaciones de fincas propias representaron el 41,4 por ciento de las exportaciones totales, mientras las exportaciones de las fincas independientes representaron el 58,6 por ciento.  En 1999, los Estados Unidos absorbieron el 56 por ciento de las exportaciones totales de banano, mientras las exportaciones hacia la Unión Europea (UE) representaron cerca del 38 por ciento.  

121. Las exportaciones costarricenses de banano hacia la UE están sujetas a contingentes de importación acordados con la Unión (capítulo III.3) x)).  A partir de enero de 1995, la cuota total de importación de la UE se subdividió en cuotas-país, correspondiéndole inicialmente a Costa Rica el 23,4 por ciento de la misma.  Según lo acordado en aquel momento con las autoridades de la UE, Costa Rica adquirió el derecho a administrar el 70 por ciento de su cuota-país, lo que hacía mediante la emisión de Certificados de Exportación Bananera (CEB), sin los cuales las aduanas de la UE no admitían fruta costarricense.  En Costa Rica la adjudicación de los CEB fue regulada por el Decreto N° 23971 COMEX-MAG de 28 de diciembre de 1994, el cual delegó en la Corporación Bananera Nacional (CORBANA), entidad rectora de la actividad bananera, su distribución y estableció que sólo los productores bananeros podían recibirlos.  La cantidad que le correspondía a cada productor era proporcional a su participación en la exportación total de los dos últimos años.  

122. Las autoridades costarricenses indicaron que el esquema anterior imperó hasta marzo de 1998, cuando la Comisión Europea dispuso eliminarlo a raíz de la recomendación del Órgano de Apelación de la OMC de agosto de 1997.
  Desde entonces las aduanas de la UE no requieren la presentación de los CEB y Costa Rica, por lo tanto, perdió el poder de administrar los contingentes otorgados bajo su cuota-país.  Esos contingentes se regían a principios de 2001 por la disponibilidad de licencias de importación en manos de los importadores en la UE.  Las autoridades subrayaron que los CEB se continuaban distribuyendo en Costa Rica, pero que no tenían ninguna utilidad ni uso en el comercio internacional.  En efecto, el valor comercial que los Certificados de Exportación poseían, en tanto que vehículos para transformar los precios más altos pagados por los consumidores en la UE en ganancias para los productores, ha sido transferido a los poseedores de las licencias de importación en la UE.

123. Las autoridades señalaron que, a pesar de lo anterior, Costa Rica sigue beneficiándose de su cuota-país, la cual le asegura una participación estable en el mercado de la UE sin necesidad de incurrir en guerras de precios con países competidores.  Esto último es de particular importancia para Costa Rica, que no es el productor de menor costo en el mercado mundial a pesar de ser uno de los más eficientes desde un punto de vista técnico.  Esto se explica en gran parte por los costos impuestos a los productores de banano por el marco regulador costarricense de protección al trabajador y al medio ambiente.

124. A principios de 2001, la exportación de banano estaba sujeta a dos impuestos directos.  El primero, conocido como impuesto de exportación, gravaba cada caja de banano exportada con 0,10 dólares EE.UU.;  el segundo gravaba con 1,50 colones cada caja exportada.  Esos impuestos eran equivalentes, respectivamente, a 82,69 y 5,51 colones por tonelada métrica neta de banano.  El primero de los impuestos era genérico mientras que el segundo se destinaba específicamente a la investigación y desarrollo de mejores prácticas ambientales y de seguridad laboral.  En 1999, el Gobierno percibió 17,5 millones de dólares por concepto del primer impuesto.  Varias otras cargas e impuestos marginales gravan dicha actividad, como por ejemplo un impuesto específico por tonelada de banano cargado en el puerto destinado a pagar prestaciones a empleados del muelle despedidos.  Las exportaciones están también sujetas a un precio mínimo por caja fijado en 6 dólares EE.UU.;  sin embargo, debido a que durante varios años la relación contractual entre los productores y los exportadores fue de vender en “consignación”, no ha habido necesidad de implementar dicha regulación (véase el capítulo III.3) iii)). 

125. El sector bananero costarricense atraviesa un período difícil suscitado por la mayor competencia en los mercados mundiales y la caída del precio del banano, así como por la incertidumbre que pesa sobre el sistema de importación de bananos de la UE.  Si la Unión eliminara las cuotas por país, las exportaciones costarricenses a dicho mercado podrían reducirse, si bien la liberalización del mercado debería beneficiar a la larga a un productor con costos de producción generalmente competitivos, como Costa Rica.  El costo de producción estimado en una finca costarricense que produce 2.500 cajas al año por hectárea es de 4,6 dólares EE.UU. por caja. Dicho costo está muy por debajo del costo de producción típico de la mayoría de los productores en el Caribe o África, aunque es superior al costo estimado en el Ecuador.  Según los representantes de las tres principales comercializadoras costarricenses, Costa Rica podría competir en el mercado mundial a un precio de 4,5 dólares por caja puesta en el barco, siempre y cuando los diferentes agentes involucrados en la actividad bananera (productores, Gobierno y proveedores de servicios) realizaran esfuerzos para reducir costos.  Entre las medidas solicitadas por las comercializadoras destacan la reducción de la superficie cultivada en una cuarta parte, la eliminación de las cargas impositivas que gravan las exportaciones de bananos y la reducción de las tarifas de los servicios portuarios. 

126. Para hacer frente a la caída de los precios mundiales, el Gobierno estableció un Fondo de Compensación de Precios para los Productores Bananeros (Decreto Ejecutivo N° 28299-MAG-H-COMEX de 24 de noviembre de 1999).  Dicho Fondo, financiado con parte de los recursos del impuesto de exportación de banano, tiene los siguientes objetivos:  apoyar financieramente a los productores bananeros;  apoyar a todas aquellas unidades productivas que no alcancen la productividad promedia obtenida en el año anterior;  proveer recursos a todos los productores bananeros para que realicen las obras y las labores necesarias y adecuadas para combatir la sigatoka negra, el moko y otras enfermedades que afectan las plantaciones;  proveer los recursos que permitan retornar a los niveles de eficiencia que se obtenían en 1990 y años anteriores;  y tratar de mantener los volúmenes de exportación evitando en la medida de lo posible el abandono de áreas de cultivo por las consecuencias socioeconómicas que ello produciría.  Según lo estipulado en el Decreto, hasta el 31 de diciembre de 2000, la suma total por distribuir alcanzó 10,34 millones de dólares EE.UU.  El Fondo permitió dotar al productor de aproximadamente 0.12 dólares EE.UU. por caja para ayudar en el mantenimiento de las plantaciones. 
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� Véase el cuadro IV.8.


� Documento de la OMC G/AG/R/22 de 25 de abril de 2000. 





� Documento de la OMC G/AG/N/CRI/7 de 11 de octubre de 2000. 





� Documentos de la OMC G/AG/N/CRI/4 de 10 de marzo de 1998, G/AG/N/CRI/10 de 20 de julio de 2000, G/AG/N/CRI/4/Add.1 de 26 de febrero de 2001.  Las cifras para 1999 fueron proporcionadas por las autoridades costarricenses en el contexto del presente examen.


� Ley de generación eléctrica autónoma o paralela, Ley N° 7200 de 28 de abril de 1990.


� Cifra publicada en Internet por la Cámara de Industrias de Costa Rica:  http://www.cicr.com.





� Dentro del rubro de pequeña industria e independientes se clasifican aquellas empresas que manejan veinte empleados o menos;  entre las cuales las actividades de panadería, fabricación de muebles y artículos de madera, producción de alimentos para animales, así como la fabricación de otros productos minerales no metálicos constituyen las más importantes.


� En base a la definición de la OMC para los productos agrícolas, el promedio arancelario del sector no agrícola era del 5,6 por ciento.


� Documento de la OMC GATS/SC/22 de 15 de abril de 1994.





� Documento de la OMC GATS/SC/22/Suppl.1 de 26 de febrero de 1998.


� Documento de la OMC GATS/EL/22 de 15 de abril de 1994.


� Ley N° 7558, Reglamento para la Constitución, el Traspaso, el Registro y el Funcionamiento de los Grupos Financieros de 4 de noviembre de 1997. 


� Este porcentaje aumentaría al 4,6 por ciento tomando en cuenta los planes de seguros y pensiones de afiliación obligatoria.


� Documento de la OMC WT/DS/27/ABR de 9 de septiembre de 1997.
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Gráfico IV.1
Protección arancelaria en el sector industrial, marzo de 2000a
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		Table III [esc] Tariff escalation for manufactured products

		(per cent)

								Average

		ISIC 4-digit category		Code

		Meat products		3111		1		29.9

		Dairy products		3112		2		40.0		Original =60.5

		Fruit and vegetable canning		3113		3		14.3

		Fish products		3114		4		12.1

		Manufacture of oil and fats (veg. and animal)		3115		5		9.0

		Grain mill products		3116		6		11.0

		Manufacture of bakery products		3117		7		15.0

		Sugar products		3118		8		39.6

		Cocoa and chocolate confectionery		3119		9		12.5

		Other food products		3121		10		9.0

		Manufacture of animal feeds		3122		11		9.8

		Distillation of spirits and alcohol production		3131		12		13.9

		Manufacture of wines		3132		13		14.6

		Manufacture of malt liquors and malt		3133		14		8.0

		Soft drinks and mineral waters		3134		15		14.4

		Tobacco products		3140		16		22.9

		Textile spinning, weaving and finishing		3211		17		8.1

		Made-up textile goods except wearing apparel		3212		18		13.9

		Knitted and crocheted fabrics		3213		19		13.9

		Carpets and rugs		3214		20		15.0

		Cordage, rope, etc		3215		21		13.4

		Textiles n.e.c.		3219		22		5.2

		Clothing except footwear		3220		23		14.6

		Tanning and dressing of leather		3231		24		6.4

		Fur dressing and dying		3232		25		15.0

		Leather products except footwear		3233		26		13.4

		Footwear (ex. rubber and plastic)		3240		27		9.6

		Sawmills and woodmills		3311		28		9.8

		Wooden case containers and cane ware		3312		29		13.6

		Wood and cork products		3319		30		9.0

		Furniture and fixtures (mainly non-metallic)		3320		31		13.6

		Pulp, paper and paperboard		3411		32		3.7

		Containers, paperboxes, paperboard		3412		33		7.6

		Articles n.e.s.(stationery)		3419		34		5.7

		Printing and publishing		3420		35		9.8

		Basic industrial chemicals		3511		36		1.4

		Fertilizers and pesticides		3512		37		3.5

		Synthetic resins, plastic materials except glass		3513		38		4.3

		Paints, varnishes and lacquers		3521		39		6.4

		Drugs and medicines		3522		40		1.4

		Soaps		3523		41		11.5

		Other chemicals n.e.s.		3529		42		5.8

		Petroleum refineries		3530		43		7.0

		Petroleum and coal products		3540		44		4.4

		Tyre and tube industries		3551		45		7.9

		Rubber products n.e.s.		3559		46		7.9

		Plastic products n.e.s.		3560		47		9.0

		Pottery and china		3610		48		10.4

		Glass and glass products		3620		49		5.4

		Structural clay products		3691		50		9.9

		Ciment, lime and plaster		3692		51		8.4

		Non-metallic mineral products		3699		52		8.4

		Iron and steel products		3710		53		3.4

		Non-ferrous metal basic industries		3720		54		2.4

		Manufacture of cutlery and hardware		3811		55		5.0

		Metal furniture and fixtures		3812		56		10.4

		Structural metal products		3813		57		7.2

		Fabricated metal prod. excpt mach. & equip. n.e.c.		3819		58		7.0

		Engines and turbines		3821		59		1.0

		Agricultural machinery		3822		60		3.2

		Metal and woodworking machinery		3823		61		1.0

		Special industrial machinery		3824		62		1.4

		Office machinery		3825		63		0.8

		Non-electrical machinery and equipment, n.e.s.		3829		64		4.5

		Electrical motors and apparatus		3831		65		1.5

		Radio, telivision and communication equipment		3832		66		3.8

		Electrical appliances and houseware		3833		67		8.3

		Electrical apparatus n.e.s.		3839		68		5.9

		Ship building and repairing		3841		69		6.2

		Raiway and tramway		3842		70		1.0

		Motor vehicles		3843		71		6.6

		Motorcycles et bicycles		3844		72		3.0

		Aircraft manufacture		3845		73		3.0

		Other transport equipment n.e.c.		3849		74		5.9

		Prof., scientif., measuring equipment		3851		75		1.3

		Photographic and optical goods		3852		76		4.2

		Watches and clocks		3853		77		9.4

		Jewellery and related articles		3901		78		11.6

		Musical instruments		3902		79		8.9

		Sporting goods		3903		80		11.0

		Other manufacturing n.e.c.		3909		81		9.0
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a
Fuente:

Por categoría de 4 digitos de la CIIU.
Estimaciones de la Secretaría de la OMC en base a datos facilitados por las autoridades costarricenses.




